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			INTRODUCCIÓN

			El objetivo de la investigación consiste en reflexionar sobre la eficacia jurídica de la normativa común en procesos de integración regional, específicamente en analizar la factibilidad de la aplicación de la doctrina jurisprudencial de la eficacia jurídica del derecho de integración de la Unión Europea -con énfasis en los desarrollos vinculados a las Directivas como fuente de su derecho derivado- al derecho de integración derivado del MERCOSUR, en orden a mejorar la aplicación efectiva de este último. El trabajo implica un análisis de los sistemas jurídicos de la Unión Europea y del MERCOSUR. La pretensión es poder contribuir al avance del proceso de integración de MERCOSUR, a partir de las posibilidades que ofrece el propio derecho de integración del bloque regional y su estructura institucional actual, recurriendo a desarrollos originados en el proceso de integración europeo1. 

			Actualmente el proceso de integración del MERCOSUR experimenta una situación de parálisis que pone en riesgo su futuro debido a un conjunto de factores, entre ellos y en lo que a efectos del presente trabajo interesa, la escasa aplicación efectiva de su derecho de integración derivado vinculante (Decisiones del Consejo del Mercado Común, Resoluciones del Grupo Mercado Común, Directivas de la Comisión de Comercio del MERCOSUR), derecho de carácter obligatorio para los Estados Partes pero dependiente en la práctica de un procedimiento de vigencia simultánea que, como regla, requiere que las distintas normas comunes sean incorporadas por todos los Estados Partes a sus respectivos ordenamientos jurídicos nacionales para recién, a partir de ese momento, ser aplicables. Lo expresado implica que el incumplimiento de uno de los Estados Partes de su obligación de incorporar la normativa común propia del derecho de integración derivado del MERCOSUR, genera en los hechos una especie de efecto bloqueo que impide la aplicación de la misma no solamente en su jurisdicción, sino en el conjunto de los Estados Partes. Frente a tal situación, el único resguardo jurídico actualmente posible en el marco del proceso de integración regional es la recurrencia de los demás Estados Partes al Sistema de Solución de Controversias del MERCOSUR, a fin de que a través del mismo se declare la responsabilidad del Estado Parte incumplidor o de los Estados Partes incumplidores, aunque quedando privada la normativa común de operatividad y aplicación para regular las relaciones jurídicas a la que está destinada hasta tanto todos los Estados Partes adecuen sus conductas a derecho y procedan a incorporar la misma, no pudiendo los particulares mientras ello no ocurra invocar eventuales derechos otorgados por normativa común ni ante sus autoridades nacionales, ni ante los órganos comunes del proceso de integración.

			Frente a lo señalado, si bien los órganos comunes del MERCOSUR insistieron e insisten en la importancia de la incorporación de las normas del derecho de integración derivado en los Estados Partes, y los tribunales arbitrales del bloque regional reafirmaron tanto su carácter obligatorio como el consecuente deber de incorporación, poco se ha profundizado en la búsqueda y en la aplicación de medidas prácticas que permitan contrarrestar el aludido efecto bloqueo ante incumplimientos estatales, lo que se traduce en una relación susceptible de sintetizarse en obligatoriedad - incumplimiento - no vigencia de la normativa común; por otra parte, si bien una fracción de la doctrina especializada señaló y señala la incongruencia de la situación expuesta, incluso proponiendo algunas medidas tendentes a mejorar la aplicabilidad del derecho de integración derivado del MERCOSUR, su influencia ha sido y es escasa frente a la dudosa voluntad de los Estados Partes para revertir la situación. Se considera que lo afirmado ocurre en parte porque se hace depender a las aludidas medidas de lo dispuesto en los derechos nacionales de cada uno los Estados Partes, y en parte porque las mismas proponen cambios radicales respecto al sistema de integración actual, no haciendo eje en las posibilidades que el mismo sistema ofrece.

			En este contexto, efectuando un análisis comparado de la naturaleza y de las características de cada uno de los procesos de integración y de sus respectivos sistemas jurídicos, Unión Europea y MERCOSUR, incluido lo vinculado a sus relaciones con los derechos nacionales de los Estados que los conforman, destacando semejanzas y diferencias, el trabajo desarrolla y fundamenta su tesis: pese a las asimetrías existentes entre ambos procesos de integración, ante incumplimientos de los Estados Partes del MERCOSUR de sus obligaciones de incorporar las normas comunes del derecho de integración derivado a sus derechos internos y de adaptar estos últimos en función de aquellas, resulta factible la recurrencia a soluciones desarrolladas en el ámbito de la Unión Europea en orden resguardar la eficacia jurídica de la normativa común y permitir su aplicación efectiva, y con ello tutelar a los particulares, garantizando, en la medida de lo posible, sus derechos en tanto sujetos de la integración regional. Como se afirmó, dentro del derecho de integración de la Unión Europea en general, la investigación presta especial atención a las Directivas como fuente del derecho de integración derivado, puesto que su particular mecanismo de actuación prevé un rol protagónico de los Estados miembros en orden a la aplicación de la normativa común, lo que aproxima a esta fuente normativa al derecho de integración derivado del MERCOSUR; a lo expresado se añade que es en el campo o en el terreno de las Directivas donde la necesidad de resguardar su eficacia jurídica adquirió mayor desarrollo en virtud de su particular naturaleza y mecanismo de actuación.

			En concreto, ante incumplimientos de los Estados miembros de la Unión Europea de incorporar las Directivas a sus derechos nacionales y de adaptar los mismos al contenido material de aquellas, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea desarrolló lo que en el contexto del presente trabajo se denomina doctrina de la eficacia jurídica de las Directivas, doctrina jurisprudencial plasmada en una serie de manifestaciones que permiten la invocación de la normativa común por parte de los particulares ante las autoridades nacionales con distintos fines y efectos, preservando los derechos que para ellos surgen de esta fuente del derecho de integración derivado, y no dejando librado al arbitrio de los Estados miembros su aplicación efectiva, lo que pone de manifiesto su doble matiz aplicativo-tutelar y sancionador. Este resguardo del efecto útil del derecho de integración en general, y de las Directivas en particular, fundamentado en su carácter normativo y obligatorio, se traduce en las siguientes manifestaciones de la eficacia jurídica de las mismas: su actuación como normas marco o normas base, la procedencia del recurso por incumplimiento ante supuestos de infracción, el reconocimiento de su efecto directo también ante supuestos de incumplimiento, la interpretación conforme de las disposiciones de los derechos nacionales en función de ellas, la responsabilidad de los Estados miembros por daños y perjuicios causados a los particulares por infracción de lo dispuesto por ellas; entre todas estas manifestaciones y atención al objeto del presente trabajo se destaca el reconocimiento del efecto directo de esta particular fuente normativa.

			Cabe destacar que desde la tesis aquí sostenida, la factibilidad de la aplicación de soluciones o respuestas jurídicas similares encuentra fundamento en la propia naturaleza del derecho de integración en tanto denominador común para ambos procesos, y en las características presentes en cada uno de sus sistemas jurídicos. En otros términos, así como sobre la base de los tratados constitutivos de la actual Unión Europea el Tribunal de Justicia de la Unión Europea desarrolló y justificó las aludidas manifestaciones a partir del propio derecho de integración, no haciendo eje en lo dispuesto por cada uno de los ordenamientos jurídicos de los Estados miembros, la posición aquí sostenida encuentra apoyo y fundamentación jurídica en el propio derecho de integración del MERCOSUR y en las posibilidades que éste ofrece a partir de una interpretación finalista o teleológica, sistemática y funcional del mismo.    

			Señalado el estado de la cuestión y los aspectos centrales de la tesis defendida, cabe indicar que el interés científico de la investigación consiste en demostrar la pertinencia jurídica de la aplicación de desarrollos originarios del derecho de integración la Unión Europea al derecho de integración del MERCOSUR, con las necesarias matizaciones y limitaciones derivadas de las diferencias existentes entre ambos ordenamientos jurídicos. Interés científico que se ve complementado con un marcado interés práctico, consistente, como se adelantó, en posibilitar el avance del proceso de integración del MERCOSUR a partir de las posibilidades que su propio derecho ofrece. En este sentido, se entiende que la tesis defendida permite que sea la voluntad objetivada de los Estados Partes, plasmada en el actual ordenamiento jurídico del MERCOSUR, la que rija el proceso de integración, y no la voluntad unilateral de aquellos en función de criterios variables de conveniencia política.  

			En lo referente a la lógica expositiva, el trabajo analiza en primer término lo vinculado a la eficacia jurídica de la normativa común en el derecho de integración de la Unión Europea, para analizar en segundo término y una vez sentadas las bases jurídicas argumentativas propias del ámbito europeo, la eficacia jurídica de la normativa común en el derecho de integración del MERCOSUR y sus posibilidades de desarrollo, tanto a partir del marco que brinda su propio ordenamiento jurídico como de la recurrencia a las aludidas bases argumentativas, estableciendo los nexos pertinentes y marcando puntos comunes y divergentes. A partir de lo expresado, el trabajo posee la siguiente estructura: 

			- Una primera parte, compuesta de dos capítulos, en la que se analiza la eficacia jurídica de las normas comunes en el derecho de integración de la Unión Europea a partir de describir la naturaleza del proceso de integración, las características generales de su derecho común y los principios rectores de sus relaciones con los derechos nacionales de los Estados miembros, para posteriormente tratar aspectos relevantes de la aludida eficacia jurídica e ingresar en el tratamiento específico de las diversas manifestaciones en campo o en el terreno de las Directivas, con énfasis en supuestos de incumplimiento estatal.

			- Una segunda parte, también compuesta de dos capítulos y con una lógica similar, en la que se analiza la eficacia jurídica de las normas comunes en el derecho de integración del MERCOSUR, a partir de describir la naturaleza de este proceso de integración, las características generales de su derecho común y los principios rectores de sus relaciones con los derechos estatales, para posteriormente tratar también aspectos relevantes de la eficacia jurídica actual, con énfasis en la aplicación al derecho de integración derivado del MERCOSUR de las diversas manifestaciones de la eficacia jurídica de las normas comunes a partir de los desarrollos originados en el ámbito de la Unión Europea, contemplando semejanzas y diferencias fácticas y jurídicas, y concretando para cada una de estas manifestaciones su alcance y contenido para el ámbito del MERCOSUR, en función de las pertinentes adaptaciones.

			Desde lo metodológico el trabajo implica un análisis comparado de los procesos de integración de la Unión Europea y del MERCOSUR, específicamente de sus sistemas jurídicos y de sus mecanismos de aplicación de la normativa común, análisis basado en el estudio de los textos legales de cada uno de los procesos de integración, de la bibliografía relevante en la materia, y de la jurisprudencia de los órganos de administración de justicia comunes, tanto del Tribunal de Justicia de la Unión Europea como de los tribunales arbitrales del MERCOSUR. A partir de este análisis comparado de los procesos de integración y de sus ordenamientos jurídicos, no limitado a describir similitudes y diferencias, sino también a formular propuestas de solución prácticas ante problemáticas próximas traducidas en el establecimiento de criterios rectores para la instrumentación de diversas manifestaciones de la eficacia jurídica de la normativa común en el ámbito del derecho de integración del MERCOSUR, la investigación posee un marcado carácter funcional. 

			

			
				
					1	 Cabe aclarar ya en esta parte del trabajo que el mismo podría haberse orientado a sugerir cambios profundos en la estructura institucional y en el sistema jurídico del proceso de integración del MERCOSUR, pero que se optó por trabajar a partir de la realidad actual del bloque regional y de las posibilidades que ella ofrece desde la postura aquí sostenida.

				

			

		


		
			PRIMERA PARTE 
EFICACIA JURÍDICA DE LA NORMATIVA COMÚN EN EL PROCESO DE INTEGRACIÓN DE LA UNIÓN EUROPEA

		


		
			CAPÍTULO 1
Eficacia jurídica del derecho de integración de la Unión Europea

			Naturaleza jurídica de la Unión Europea y principales características del derecho de integración de la Unión Europea 

			Dada la temática del presente trabajo, resulta oportuno iniciar el desarrollo del mismo haciendo referencia a algunas características o rasgos definitorios del proceso de integración de la Unión Europea, tanto vinculadas a la naturaleza jurídica del bloque regional, como al derecho por el cual se constituye y rige actualmente, puesto que ello contribuye a comprender la doctrina jurisprudencial construida en torno a la eficacia jurídica del derecho de integración de la Unión Europea, particularmente de las Directivas, y la factibilidad de la aplicación de la misma al derecho de integración del MERCOSUR, particularmente a su derecho derivado.

			Naturaleza jurídica de la Unión Europea 

			La Unión Europea constituye una organización internacional2 integrada por Estados miembros de los que recibe las competencias necesarias para el cumplimiento de los objetivos comunes fijados por aquellos, los que justifican su actuación conjunta en el marco de la organización. Atento a lo expresado, su naturaleza es autónoma, de carácter funcional, y regida por el denominado principio de atribución de competencias, principio básico en el ámbito y en el derecho de las organizaciones internacionales3. Como organización internacional la actual Unión Europea asume todo el acervo de la integración europea y del proceso iniciado en los años 1951 y 1957 por la entonces Comunidades Europeas, sucediendo a las mismas como lo reconoce el artículo 1 del Tratado de la Unión Europea (TUE) tras la reforma del Tratado de Lisboa.

			El aludido principio de atribución de competencias, presente desde el comienzo del proceso de integración y reconocido en el derecho de integración de la Unión Europea en los artículos 1, 5 y 13 TUE y en el artículo 7 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE)4, implica la transferencia voluntaria a la Unión Europea del ejercicio de potestades soberanas por parte los Estados miembros, competencias o potestades concretas, específicas y limitadas que deben ser ejercidas dentro de las condiciones establecidas en los tratados internacionales que dan lugar y posteriormente desarrollan la misma, hoy reconducidos en dos tratados con el mismo valor jurídico, el Tratado de la Unión Europea (TUE) y el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE). Se trata de competencias originarias de los Estados miembros en su calidad de titulares, derivadas en cuanto a su ejercicio a la Unión Europea al momento de la incorporación de los Estados miembros o con posterioridad en oportunidad de la modificación de los tratados constitutivos, por lo que el proceso de integración no puede ejercer competencias que no le hayan sido atribuidas. En otros términos, en virtud del principio de especialidad que inspira la lógica de actuación de las organizaciones internacionales y de la Unión Europea, las instituciones comunes no pueden atribuirse nuevas competencias, ni por sí mismas ni a través del derecho de integración derivado, correspondiendo a los Estados miembros todas las competencias no atribuidas5, lo que se denomina por parte de la doctrina especializada competencia residual o principio de presunción de competencia de los Estados, y lo que es reconocido expresamente en los artículos 4 y 5 TUE6. 

			Puede afirmarse que la Unión Europea tiene el derecho y la obligación de actuar dentro de las competencias atribuidas -ya sean las denominadas exclusivas, compartidas o concurrentes, o de apoyo, coordinación o complemento7- para el cumplimiento de los objetivos del proceso de integración, competencias que poseen una serie de características que tienen repercusión práctica directa en el funcionamiento del sistema de integración y en la eficacia jurídica de la normativa común, y entre las que pueden destacarse las siguientes: expresas, siendo atribuidas por los tratados constitutivos y sus modificaciones8; limitadas, correspondiendo a los Estados miembros en cuanto titulares originarios el ejercicio de todas las transferencias no atribuidas; específicas, constituyendo habilitaciones concretas y determinadas, y no habilitaciones generales en sectores o ámbitos completos de actuación; funcionales, estando determinadas y limitadas por los objetivos comunes a alcanzar y vinculadas a ellos9; efectivas, conllevando la desposesión de su ejercicio para los Estados miembros mientras dure la atribución, lo que implica la inadmisibilidad de actuaciones estatales individuales por fuera de la actuación común. Atento a lo expresado, no cabe el ejercicio unilateral de competencias cuyo ejercicio fue transferido al proceso de integración, lo que como posee íntima vinculación con el principio de primacía del derecho de integración de la Unión Europea, objeto de análisis posterior10.    

			En tanto organización internacional, la Unión Europea es poseedora de una voluntad propia y diversa de las voluntades de los Estados miembros que la conforman, y cuenta con instituciones propias dotadas de poderes normativos y ejecutivos también específicos, que desempeñan a partir de reglas sustantivas y procedimentales también propias tanto en el ámbito interno como en el ámbito externo, todo ello bajo el control de un sistema jurisdiccional también propio, gozando de personalidad jurídica internacional por la que adquiere derechos y asume obligaciones en tanto sujeto autónomo de derecho11. Esta voluntad propia e independiente en los ámbitos en los que la Unión Europea goza de competencias atribuidas resulta necesaria para el cumplimiento de sus fines, y constituye el principal rasgo de su autonomía jurídica.     

				Dentro de este marco, puede afirmarse que la Unión Europea conforma una organización internacional de integración original, caracterizada por un importante y alto grado de competencias atribuidas por parte de los Estados miembros, bajo un esquema marcadamente supranacional, pero dejando al mismo tiempo a ellos un elevado porcentaje de la ejecución y de la aplicación normativa destinada a alcanzar los objetivos comunes. 

				Otro aspecto a destacar de la naturaleza jurídica de la Unión Europea es que la misma es poseedora desde sus inicios de lo que se denomina por parte de la doctrina especializada un doble carácter o de una doble legitimidad12, constituyendo una unión de pueblos y una unión de Estados al mismo tiempo. Este doble carácter, plasmado en el Preámbulo de los tratados constitutivos de la Unión Europea13, fue reconocido por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en sus célebres sentencias Vand Gend and Loos, de 5 de febrero de 1963, as. 26/62, y Costa c. ENEL, de 15 de julio de 1964, as. 6/64, y posee diversas manifestaciones presentes desde los orígenes de la Unión Europea, entre las que se pueden destacar, a título meramente ilustrativo, la necesidad de ratificación de los tratados constitutivos y sus modificaciones por parte de los Parlamentos de los Estados miembros, la inclusión dentro de la estructura institucional y del proceso decisorio de los particulares o ciudadanos en tanto pueblos mediante su participación en la conformación del Parlamento Europeo y en el Comité Económico y Social, actuando en conjunto con instituciones representativas de los Estados miembros (Consejo de la Unión Europea y Consejo Europeo), el acceso de los particulares al sistema jurisdiccional en su calidad de legitimados activos y destinatarios directos del ordenamiento jurídico común ante los jueces o tribunales nacionales en su calidad de jueces o tribunales del proceso de integración. 

				Lo expresado respecto al rol de los pueblos y de los particulares dentro del proceso de integración y en tanto destinatarios del mismo, resulta relevante en orden a fundamentar el sistema de integración europeo y el alcance del ordenamiento jurídico común. Los objetivos generales de la Unión Europea, plasmados en el actual artículo 3 TUE, que se vinculan a otros especialmente protegidos y de carácter transversal contemplados entre los artículos 7 y 14 TFUE, hacen explícito el aludido rol e informan y condicionan toda la actuación de la Unión Europea y de sus instituciones, inclusive su acción normativa y la de los Estados miembros.

				Por otra parte, la pertenencia a la organización común implica para los Estados miembros el compromiso de acatar en términos generales el sistema jurídico que la rige mientras permanezcan en la misma, situación a la que pueden poner fin mediante el ejercicio del derecho de retirada, derecho expresamente reconocido actualmente en el artículo 50 TUE14.

			El carácter supranacional de la Unión Europea 

			Dentro de esta parte general e introductoria a los aspectos centrales de la investigación, resulta oportuno señalar que los tratados constitutivos crean una organización internacional de integración a la que los Estados miembros le atribuyen, transfieren o ceden el ejercicio de determinadas competencias soberanas, no así su titularidad, competencias que pasan a operarse en común mediante una estructura jurídico-institucional y procedimientos diferentes a los propios de cada uno de los Estados miembros. Este ejercicio conjunto de competencias en el seno de la organización internacional posee un marcado carácter supranacional15 en la Unión Europea, y se manifiesta en la existencia de un conjunto de instituciones y de órganos propios con atribuciones legislativas, ejecutivas y judiciales que toman decisiones aplicables a todos los integrantes de la Unión Europea por mayoría -con reglas de funcionamiento que escapan al control individual de los Estados miembros-16, instituciones y órganos en los que a la par de la representación de los intereses de los Estados (Consejo de la Unión Europea y Consejo Europeo), están representados los intereses comunes del proceso de integración (Comisión Europea, Tribunal de Justicia de la Unión Europea, Tribunal de Cuentas Europeo) y los intereses de los particulares de los Estados miembros en tanto ciudadanos y sujetos directos del derecho de integración (Parlamento Europeo, Comité Económico y Social Europeo, entre otros), y donde sus integrantes representan los intereses señalados y no exclusivamente los intereses estatales.

				Si bien el carácter supranacional de la integración europea influye en el avance del proceso de integración y en la eficacia del mismo, cabe expresar ya en esta parte del trabajo que se entiende que el aludido carácter no constituye un requisito ineludible o sine equanon para la aplicación de las diversas manifestaciones de doctrina de la eficacia jurídica de la normativa común a procesos o esquemas de integración, y consecuentemente para la exclusión de la aludida doctrina en aquellos de carácter intergubernamental como es el caso del MERCOSUR, atento a que ella puede fundamentarse a partir de la presencia de otros elementos relevantes. 

			Con base en lo expuesto precedentemente, cabe destacar los siguientes rasgos característicos del proceso de integración de la Unión Europea, esenciales a efectos de la comprensión de la eficacia jurídica de su normativa común y de las Directivas: estructura institucional propia, que garantiza la formación de una voluntad común e independiente, contemplando los intereses de los Estados miembros y los propios del proceso de  integración; ordenamiento jurídico propio y autónomo respecto a los ordenamientos jurídicos de los Estados miembros, interrelacionado con ellos y de carácter obligatorio; cesión, transferencia o delegación de competencias soberanas por parte de los Estados miembros a las instituciones comunes de la Unión17, más amplia respecto a organizaciones internacionales clásicas y comprensiva de ámbitos o materias normalmente reservadas a los Estados; aplicabilidad directa o inmediata del derecho de integración, por lo que las disposiciones del ordenamiento jurídico común surten pleno efecto en todos los Estados miembros, pudiendo conceder derechos e imponer obligaciones tanto a ellos como a los particulares -con matices según los actos del derecho de integración derivado de que se trate-; primacía del derecho de integración, por la que se garantiza, en caso de conflicto entre el derecho común y los derechos internos de los Estados miembros, la prevalencia del primero sobre los segundos. 

			Autonomía del derecho de integración de la Unión Europea

			En vinculación con lo expresado precedentemente en torno a la naturaleza jurídica del proceso de integración y a las competencias atribuidas al mismo, como se adelantó el ordenamiento jurídico de la Unión Europea se presenta como un ordenamiento jurídico distinto e independiente, tanto de los ordenamientos jurídicos internos de los Estados miembros que componen el proceso de integración como del derecho internacional, un sistema normativo específico y de características particulares18. Es la voluntaria manifestación del consentimiento de los Estados miembros de integrar la Unión Europea, y de obligarse por los tratados constitutivos y por el sistema jurídico creado a partir de ellos mediante la atribución de competencias a las instituciones comunes, el punto de partida de este ordenamiento jurídico autónomo19. 

			En lo que respecta al derecho internacional, pese a que la actual Unión Europea encuentra sus orígenes y su fundamento en sendos tratados internacionales, existen entre ambos ordenamientos jurídicos diferencias sustanciales. Así mientras que los tratados de derecho internacional clásico importan, en lo esencial, pactos o acuerdos de cooperación o coordinación entre voluntades soberanas, con los Estados como protagonistas y destinatarios principales y casi excluyentes de los mismos,  por los cuales cada una de las partes contratantes se obligan a respetar lo pactado y el incumplimiento de las obligaciones asumidas por ellas genera el derecho de las partes cumplidoras a exigir el cumplimiento de aquellas -lo que salvo excepciones queda sujeto en última instancia a las voluntades de las mismas partes incumplidoras- y a hacer emanar su responsabilidad exterior de las partes incumplidoras, la situación es distinta en el ámbito del derecho de integración de la Unión Europea. Este último ordenamiento jurídico, en tanto destinado a desarrollar un proceso de integración, si bien importa pactos o acuerdos de cooperación o coordinación entre voluntades soberanas, con los Estados miembros como protagonistas en la fase de conformación que da lugar a lo que se denomina derecho originario, posee como destinatarios principales tanto a los Estados miembros como a los particulares dentro de cada una de sus jurisdicciones; en el contexto aludido, este ordenamiento jurídico posee mecanismos específicos tendentes a garantizar el respeto de los compromisos asumidos por las partes y la efectividad de las normas comunes, y a tutelar en paralelo los derechos que del mismo surgen para los particulares, lo que excede el marco del derecho internacional clásico20.

			Respecto a los ordenamientos jurídicos internos, el derecho de integración de la Unión Europea se presenta como un ordenamiento jurídico que si bien se integra a ellos desde el primer momento de la existencia de las normas comunes, mantiene su independencia no perdiendo su calidad de ius commune, y regula sus relaciones a partir de un conjunto de principios rectores propios entre los que cabe destacar la primacía, la aplicabilidad directa o inmediata, el efecto directo, la cooperación leal, la subsidiariedad, la proporcionalidad y la suficiencia de medios. En otros términos, coexiste con los derechos internos de los Estados miembros en la medida que comparte destinatarios y competencias en determinados ámbitos de actuación, formando parte del derecho aplicable en cada una de las jurisdicciones nacionales, pero no se confunde con aquellos, siendo diverso su origen, su proceso de formación y sus efectos21. 

			La autonomía del ordenamiento jurídico común reviste una importancia fundamental para la existencia y el buen funcionamiento del proceso de integración, ya que ella da lugar al desarrollo de nociones y respuestas jurídicas que permiten garantizar la validez y la aplicación del mismo en todos los Estados miembros; a partir de la referida autonomía, es el mismo derecho de integración el que en función de su naturaleza y finalidad determina, dentro de los ámbitos y de los límites competenciales que les son propios, las relaciones con los Estados miembros y sus ordenamientos jurídicos internos. 

			El carácter autónomo del ordenamiento jurídico de la Unión Europea fue abordado expresamente por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en diversos pronunciamientos22. En la sentencia Costa c. ENEL, ya citada, una de sus sentencias más importantes, el máximo tribunal se pronunció sobre los principales caracteres del derecho de integración de la actual Unión Europea, marcando las diferencias entre el nuevo ordenamiento jurídico creado y el derecho internacional clásico, estableciendo respecto a la autonomía del derecho de integración que “…a diferencia de los tratados internacionales ordinarios, el Tratado… creo un ordenamiento jurídico propio, integrado en el sistema jurídico de los Estados miembros en el momento de la entrada en vigor del Tratado y que vincula a sus órganos jurisdiccionales…”. Para posteriormente afirmar que los Estados miembros limitan, aunque en ámbitos restringidos, sus derechos soberanos, creando así un cuerpo de derecho aplicable a sus nacionales y a ellos mismos, limitación en virtud de la cual no pueden hacer prevalecer contra un ordenamiento jurídico aceptado por ellos sobre una base de reciprocidad actos o medidas unilaterales ulteriores. Vinculado a esto último, sostiene que la fuerza ejecutiva del derecho común “…no puede variar de un Estado miembro a otro, en razón de legislaciones internas ulteriores, sin que se ponga en peligro la realización de los objetivos del Tratado…”, puesto que de lo contrario las obligaciones asumidas “…no serían incondicionales, sino solamente eventuales…”; el derecho nacido de los tratados constitutivos no puede, en razón de su naturaleza específica original, dejarse oponer normas internas de los Estados miembros sin perder su carácter común y sin cuestionarse la base jurídica misma del proceso de integración23.

			Reafirmando el carácter jurídico del proceso de integración, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en la misma sentencia continúa sosteniendo que “…Al instituir una comunidad de duración indefinida, dotada de instituciones propias, de personalidad, de capacidad jurídica, de capacidad de representación internacional, y más en particular, de poderes reales derivados de una limitación de competencia o de una transferencia de atribuciones de los Estados a la Comunidad, estos han limitado su soberanía y han creado así un cuerpo normativo aplicable a sus nacionales y a sí mismos..., al derecho creado por el Tratado, nacido de una fuente autónoma, no se puede oponer, en razón de su específica naturaleza original una norma interna, cualquiera que sea ésta, ante los órganos jurisdiccionales, sin que al mismo tiempo aquél pierda su carácter comunitario y se ponga en tela de juicio la base jurídica misma de la Comunidad... La transferencia realizada por los Estados, de sus ordenamientos jurídicos internos en favor del comunitario, de los derechos y obligaciones correspondientes a las disposiciones del Tratado, entraña por tanto una limitación definitiva de su soberanía…”, contra la que no puede prevalecer un acto unilateral ulterior incompatible.

			A partir de lo expresado y como se adelantó, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea deja establecido que los tratados constitutivos de la actual Unión Europea difieren de los tratados internacionales clásicos -ordinarios en términos del máximo tribunal-, puesto que estos últimos se limitan a establecer derechos y obligaciones entre los Estados en tanto partes contratantes -pese a no diferir en lo vinculado al modo de constitución o surgimiento-. En efecto, los tratados constitutivos sobre la base de la transferencia de competencias por parte de los Estados a favor de las instituciones comunes, no solamente vinculan a los Estados miembros sino también a los particulares dentro de sus jurisdicciones, entre sí y para con los Estados integrados; se coloca de esta manera a los particulares como sujetos plenos del derecho de integración24. En un acto de valor simbólico, en esta sentencia y hacia adelante el máximo tribunal del proceso de integración prescindió del término tratado internacional para hacer referencia al derecho de integración creado, calificación que había mantenido hasta ese momento25.

			En tanto ordenamiento jurídico autónomo el derecho de integración de la Unión Europea posee un sistema de fuentes propio que escapa a las categorías clásicas, tanto de los derechos internos como del derecho internacional, con instituciones con facultades normativas y mecanismos de actuación innovadores que lo ubican en un estadio marcadamente superior en cuanto capacidad de actuación respecto a las organizaciones internacionales tradicionales, y le permiten adoptar normas comunes con efectos vinculantes para los Estados miembros y los particulares que habitan en cada uno de ellos, de forma que también estos últimos se convierten en actores protagónicos de la Unión, puesto que ella influye en su vida cotidiana de forma directa, concediéndoles derechos e imponiéndoles obligaciones.

			Lo expuesto precedentemente lleva a otro rasgo característico de la Unión Europea, consistente en que la misma constituye lo que se puede denominar una auténtica unión de derecho, creada desde el derecho a partir de tratados constitutivos que desempeñan la base legal sobre la cual ejercen sus competencias las instituciones comunes, y en la que el ordenamiento jurídico común es el medio utilizado para alcanzar los objetivos fijados. El derecho de integración común es la base de un sistema institucional que centraliza en una estructura propia las funciones de creación y aplicación del mismo en ámbitos o sectores materiales que antes eran competencia de cada uno de los Estados miembros, estableciendo los procedimientos para la adopción de las normas comunes por parte de las instituciones comunes, y regulando las relaciones entre ellas y los Estados miembros.

			Relaciones entre el derecho de integración de la Unión Europea y los derechos internos de los Estados miembros

				En atención al objeto del presente trabajo, relevante también resulta referirse a las relaciones entre el ordenamiento jurídico común con los ordenamientos jurídicos internos de los Estados miembros, relaciones que como se adelantó se rigen a partir de un conjunto de principios rectores, entre los que se destacan la primacía, la aplicabilidad directa o inmediata, el efecto directo, la cooperación leal, la subsidiariedad, la proporcionalidad y la suficiencia de medios. Estos principios, cuyo entendimiento resulta de importancia para comprender la eficacia jurídica del derecho de integración de la Unión Europea, se vinculan al ejercicio de las competencias por parte de ella y complementan el ya abordado principio de atribución de competencias. Atento a que lo referente a la primacía, la aplicabilidad directa o inmediata y el efecto directo en el ámbito del derecho de integración de la Unión Europea es objeto de tratamiento específico posterior en el marco del presente trabajo, a continuación se efectúa una breve referencia a los principios de cooperación leal, subsidiariedad, proporcionalidad, y suficiencia de medios. 

				A partir de la atribución de competencias a la Unión Europea y de la autonomía de su derecho de integración respecto a los derechos internos de los Estados miembros, existen esferas de actuación en las que estos derechos coexisten y se complementan. Atento a ello y a la obligatoriedad del derecho de integración, tanto del derecho originario como del derecho derivado, se torna necesaria la colaboración entre la Unión Europea y los Estados miembros, y entre sus respectivos ordenamientos jurídicos.

			Dentro de ese marco, puede afirmarse que el ordenamiento jurídico común no posee las condiciones y los medios suficientes como para realizar los objetivos perseguidos por la Unión Europea por sí mismo, sino que necesita para ello integrarse a los ordenamientos jurídicos de los Estados miembros y a las estructuras institucionales nacionales; en otros términos, el derecho de integración de la Unión Europea no constituye un sistema jurídico cerrado o completo, sino que requiere para su ejecución de la estructura jurídica-institucional de los Estados miembros, puesto que así fue ello previsto por el mismo sistema de integración. Atento a lo expresado, la ejecución o aplicación del derecho de integración en general, incluidas las resoluciones judiciales, queda confiada en su mayor parte a las autoridades nacionales de los Estados miembros en la medida en que el derecho común no establece normas ni procedimientos propios para su puesta en práctica, aunque siempre bajo el control o supervisión de los jueces o tribunales nacionales, en coordinación con el Tribunal de Justicia de la Unión Europea a través del planteamiento de las denominadas Cuestiones Prejudiciales26. Por lo indicado, para las autoridades estatales el ordenamiento jurídico común no constituye algo extraño, sino una parte de un todo inseparable en orden a la realización de los objetivos comunes, por lo que no solamente debe ser respetado sino también ejecutado y aplicado por ellas, puesto que se establece una relación de interdependencia recíproca; se puede afirmar que no se produce un vaciamiento de las competencias estatales cuyo ejercicio se transfiere a la Unión Europea, sino un reordenamiento para el ejercicio coordinado y conjunto de las mismas27.    

			Expresado lo anterior, el sistema jurídico de la Unión Europea determina la obligación de los Estados miembros y de la Unión de asistirse mutuamente en el cumplimiento de las misiones derivadas de los tratados constitutivos, obligación de carácter recíproco a partir del Tratado de Lisboa y originariamente prevista solamente para los Estados miembros respecto a la Unión28. 

			En lo atinente a los Estados miembros, lo expresado implica el deber de brindar la máxima colaboración posible para el desarrollo y la aplicación efectiva del derecho de integración, lo que es expresión del carácter complementario aludido. Lo señalado se traduce en dos facetas principales: una activa, consistente en el deber de los Estados miembros -poderes ejecutivo, legislativo y judicial- de adoptar todas las medidas generales o particulares apropiadas para cumplir con las obligaciones derivadas del derecho de integración originario y derivado, a fin de garantizar la plena eficacia del mismo en orden a llevar a la práctica los objetivos del proceso de integración y la tutela de los derechos reconocidos a los particulares; una pasiva, consistente en abstenerse de adoptar medidas que puedan oponerse al ordenamiento jurídico común y/o poner en peligro de cualquier manera la realización de esos objetivos comunes, siendo responsables ante los particulares por los perjuicios provocados por sus infracciones al derecho común. Lo expresado da contenido al denominado principio de cooperación leal, principio consagrado de manera expresa en los tratados constitutivos de la actual Unión Europea y contemplado en el artículo 4 TUE29.

				Si bien la formulación legal del mencionado principio de cooperación leal en el articulado del texto normativo resulta escueta y muy próxima al principio clásico de derecho pacta sunt servanda, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea dotó a través de su jurisprudencia contante de contenido propio a este principio, aspecto que es retomado con posterioridad en el marco de este trabajo al tratar lo vinculado a la eficacia jurídica del derecho de integración de la Unión Europea, específicamente de las Directivas, pues el principio es uno de los argumentos principales en la fundamentación de la misma30.  

				Lo desarrollado respecto a las relaciones de complementariedad y colaboración entre la Unión Europea y los Estados miembros encuentra vinculación con otro principio, denominado principio de autonomía institucional y procedimental procesal, por el que se establece que corresponde a los derechos internos de cada uno de los Estados miembros determinar los órganos y las autoridades nacionales y los procedimientos administrativos y judiciales tendentes a dar plena eficacia al derecho de integración de la Unión. La referida autonomía a su vez encuentra sus límites en dos principios vinculados, el denominado principio de equivalencia, por el que se establece que esta autonomía no debe llevar a condiciones menos favorables el cumplimiento del derecho de integración respecto a situaciones similares de naturaleza interna -derecho interno-, y el denominado principio de efectividad, por el que se establece que en la práctica tampoco debe tornarse imposible o excesivamente difícil el ejercicio de los derechos conferidos por el ordenamiento jurídico común.

				Por otra parte, establecida la atribución y la delimitación de competencias en el artículo 2 TFUE, el efectivo ejercicio de las mismas está regido por tres principios básicos, el denominado principio de subsidiariedad31, que rige en el ámbito de las competencias compartidas o concurrentes, y que implica que la Unión Europea debe ejercer las mismas de forma subsidiaria y limitada respecto a la actuación de los Estados miembros, justificando la necesidad de su actuación en la insuficiencia de la actuación de los Estados miembros, en la dimensión supranacional o en los efectos a escala de la Unión de la misma, y en su mayor eficacia32; el denominado principio de proporcionalidad33, aplicable tanto a las competencias exclusivas de la Unión Europea, como a las competencias compartidas o concurrentes con los Estados miembros, y a las de apoyo, coordinación o complemento en las que la actuación de la Unión Europea resulta marginal, y que implica que ninguna actuación de la Unión Europea puede exceder en cuanto a su contenido y forma lo estrictamente necesario para alcanzar los objetivos de los tratados constitutivos; y el denominado principio de suficiencia de medios, también de alcance general, y que implica que la Unión Europea dispone de los medios necesarios o apropiados para llevar a cabo las políticas comunes correspondientes. Como queda de manifiesto, mientras que la subsidiariedad hace referencia a posibilidad de intervención, la proporcionalidad y la suficiencia de medios hacen referencia a la medida o intensidad de la misma. 

			Todo lo desarrollado en este último punto se hace manifiesto en el mecanismo de actuación de las Directivas, expresión de la más estrecha complementariedad entre el ordenamiento jurídico común y los derechos internos, puesto que mientras que las Directivas únicamente establecen los resultados comunes perseguidos, compete a los Estados miembros decidir de qué formas y con qué medios cumplir estos resultados en el marco de sus respectivos ordenamientos jurídicos nacionales. Lo expresado importa, a la vez, una clara manifestación del respeto de las tradiciones político-jurídicas de los Estados miembros y de las identidades nacionales que les son propias.

			Aspectos relevantes de la eficacia jurídica del derecho de integración de la Unión Europea

				Atento al objetivo del presente trabajo, resulta pertinente hacer referencia  continuación a una serie de aspectos relevantes tanto para la comprensión de la doctrina de la eficacia jurídica de las Directivas, como en orden a analizar con posterioridad en la factibilidad de su aplicación al ámbito del derecho de integración del MERCOSUR.

			Primacía del derecho de integración de la Unión Europea 

			Antes de ingresar a analizar las diversas manifestaciones de la eficacia jurídica del derecho de integración de la Unión Europea, y específicamente de las Directivas dado el objeto de la investigación, resulta pertinente y necesario hacer mención al denominado principio de primacía del derecho común por sobre los derechos internos de los Estados miembros, principio que es resultado de la labor jurisprudencial del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, a partir de una interpretación finalista o teleológica, sistemática y funcional de los tratados constitutivos, sustentada en la naturaleza y en las características del proceso de integración regional, entre lo que destaca la limitación de competencias soberanas de los Estados miembros en virtud del principio de atribución de competencias, el carácter obligatorio del derecho común, y el principio de cooperación leal34. El principio de primacía del derecho de integración de la Unión Europea constituye una característica principal y distintiva de mismo35, uno de los pilares fundamentales sobre los que se asienta, y uno de los ejes determinantes en la regulación de las relaciones entre el ordenamiento jurídico común y los derechos internos de los Estados miembros. 

			El principio de primacía implica la aplicación preferente de las normas comunes del derecho de integración de la Unión Europea consideradas en su conjunto respecto a las normas nacionales de los Estados miembros consideradas también en su conjunto, de manera que en caso de conflicto de normas, las primeras desplazan a las segundas contrarias y se aplican sobre ellas, independientemente de su rango normativo y de su carácter anterior o posterior; se trata de un principio de alcance general y formulado en términos absolutos e incondicionales a favor del derecho común.

			El Tribunal de Justicia de la Unión Europea tuvo oportunidad de fijar su posición sobre la primacía del ordenamiento jurídico común en la sentencia Costa c. ENEL, ya citada, en la cual y como se analizó el máximo tribunal señaló los principales caracteres del derecho de integración europeo diferenciándolo del derecho internacional clásico. El máximo tribunal luego de afirmar que los tratados constitutivos instituyen un ordenamiento jurídico propio, integrado en los sistemas jurídicos de los Estados miembros desde el mismo momento de su entrada en vigor del mismo y que se impone a los mismos, incluidos sus órganos jurisdiccionales -esto en virtud de la limitación de derechos soberanos efectuada por los Estados miembros y por la cual no pueden hacer prevalecer actos o medidas unilaterales ulteriores-, sostiene que la fuerza ejecutiva del derecho de integración no puede variar de un Estado miembro a otro Estado miembro sin que esto ponga en peligro la realización de los objetivos del proceso de integración, puesto que las obligaciones asumidas serían solamente eventuales36; en otros términos, afirma que el derecho común no podría, en razón de su naturaleza específica original, dejarse oponer judicialmente normas internas de cualquier clase que sean, sin perder su unidad material, su carácter común y su eficacia, y sin que quede cuestionada la misma base jurídica de la integración, poniendo el peligro la cohesión de la Unión37.

			Como se adelantó, el principio de primacía del derecho de integración de la Unión Europea, consagrado a partir de la citada sentencia, constituye el criterio fundamental a efectos de regular las relaciones entre el derecho común y los ordenamientos jurídicos nacionales en supuestos de incompatibilidad o de conflicto entre ambos, puesto que establece la aplicación preferente de las normas comunes sobre las normas nacionales como se encarga de consagrar la sentencia Internationale Handelsgesellschaft, de 17 de diciembre de 1970, as. 11/7038, independientemente del rango de las normas nacionales, incluidas las de rango constitucional, y de la fecha de aprobación de las mismas39. A tenor de este principio las normas comunes desplazan a las normas internas contrarias asegurando su propia aplicación, operación que no implica la derogación de las normas nacionales desplazadas sino su inaplicabilidad frente al ordenamiento jurídico común, puesto que las mismas pueden mantenerse activas frente a supuestos que escapen al derecho de integración regional, y/o recobrar en el futuro su operatividad ante una eventual modificación del mismo40.

			En su aplicación, la primacía no se da solamente respecto a las normas nacionales anteriores, las que se tornan inaplicables, sino que desarrolla una especie de efecto bloqueo también respecto a eventuales normas nacionales posteriores, impidiendo la adopción de nuevos actos legislativos incompatibles con las normas comunes. El fundamento de lo indicado radica, como se señaló, en la transferencia de competencias soberanas operada por los Estados miembros, determinante de la imposibilidad de oponer medidas anteriores o posteriores unilaterales incompatibles, sin cuestionar con ello la base jurídica del ordenamiento jurídico común. 

			El problema de la primacía no constituye entonces una cuestión de jerarquía normativa interna sino de aplicabilidad preferente, en virtud de la cual las normas comunes se aplican en todos los supuestos en que quepa su aplicación, desplazando a las normas internas contrarias o incompatibles, las que quedan privadas de eficacia41. La diferenciación expuesta resulta de fundamental importancia y posee una repercusión práctica directa, puesto que posibilita la aplicación de la normativa común a partir del propio sistema jurídico de integración creado, no haciendo depender la misma de lo dispuesto por cada uno de los ordenamientos jurídicos de los Estados miembros respecto a la jerarquía normativa del derecho internacional respecto a los distintos derechos internos, lo que como se analiza en la segunda parte de este trabajo resulta de especial relevancia en el ámbito del proceso de integración del MERCOSUR42. En otros términos, luego de que los Estados miembros aceptan el sistema jurídico de integración por ellos mismos creado, a partir de lo dispuesto y de conformidad con cada uno de sus  ordenamientos jurídicos internos, el mismo sistema jurídico de integración es el que prescinde de lo dispuesto por ellos respecto a las relaciones entre el derecho común y los derechos internos, esto a partir de la atribución o transferencia de competencias soberanas efectuada por los Estados miembros a la Unión Europea y a sus órganos de actuación, lo que se traduce en la imposición de la voluntad común del proceso de integración por sobre las voluntades individuales de cada uno de los sujetos que integran el mismo. Si bien como se adelantó esta solución resulta una aplicación del principio pacta sunt servanda consagrado en el ámbito del derecho internacional clásico por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados (CVDT), por la que se establece que las partes de un tratado no pueden invocar sus derechos internos como justificación del incumplimiento de sus obligaciones internacionales43, el derecho de integración de la Unión Europea va más allá e implica un avance considerable con relación al derecho internacional clásico, puesto que garantiza, por sí mismo, no solamente la inaplicación de las normas internas incompatibles, sino también la aplicación de las normas comunes integradas a los sistemas jurídicos nacionales de los Estados miembros y dotadas de efecto directo. De esta forma, las conductas obstructivas o inconsecuentes de los Estados miembros respecto a la normativa común por la que están obligados no quedan sujetas solamente a la responsabilidad internacional que originan, sino sometidas aun conjunto de respuestas jurídicas diversas tendentes a dotar de efectividad al derecho común.

			En línea con lo expresado, se puede afirmar que mientras la noción de primacía está directamente ligada, por su origen y naturaleza, a la autonomía del sistema jurídico de integración creado y aceptado por los Estados miembros a partir de la atribución o transferencia de competencias soberanas a la Unión Europea, y en función de ella se regulan sus relaciones con ordenamientos jurídicos nacionales, la noción de jerarquía normativa está directamente ligada, también por su origen y naturaleza, a los distintos ordenamientos jurídicos nacionales, los que a partir de ella regulan sus relaciones con el derecho internacional. La aludida diferenciación resulta clara en el contexto europeo, donde las Constituciones de los Estados miembros y las interpretaciones flexibles y pro unione o pro integratione de sus Tribunales Constitucionales o Supremos -recurriendo a las denominadas cláusulas de habilitación internas en favor de la integración-, abordan la primacía en términos de competencias atribuidas o transferidas que pasan a ser ejercidas por la Unión Europea, lo que implica un correlativo desapoderamiento de los poderes públicos nacionales o, en mejores términos y efectuando una interpretación sistemática del proceso de integración, una restructuración del ejercicio de tales competencias en atención al rol de los Estados miembros en el proceso de toma de decisiones y al carácter funcional descentralizado del derecho de integración de la Unión Europea44. Cabe señalar que lo expresado para ámbito europeo respecto a la claridad de la distinción, no ocurre en el ámbito de otros procesos de integración regional, lo que genera confusión entre los operadores jurídicos y provoca consecuencias prácticas perjudiciales para el avance de estos procesos, lo que es objeto de análisis en el presente trabajo al analizar la situación en el ámbito del MERCOSUR.

			Volviendo al ámbito europeo, en la sentencia Simmenthal, de 9 de marzo de 1978, as. 106/77, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea amplió la configuración del alcance del principio de primacía, estableciendo importantes precisiones respecto a su relación con el efecto directo del derecho de integración de la Unión Europea. El máximo tribunal luego de reafirmar que en virtud del principio de primacía las disposiciones de los tratados constitutivos y los actos de las instituciones comunes directamente aplicables tienen por efecto en sus relaciones con los derechos internos de los Estados miembros no solamente hacer inaplicable -de pleno derecho y por el mismo hecho de su entrada en vigor- toda legislación nacional existente contraria, sino también impedir la formación válida de nuevos actos legislativos nacionales incompatibles, y que el hecho de reconocer eficacia jurídica a actos incompatibles con disposiciones de derecho común equivaldría negar el carácter efectivo de los compromisos incondicional e irrevocablemente asumidos por los Estados miembros, sostiene que los jueces o tribunales nacionales encargados de aplicar el derecho común están obligados a garantizar la plena eficacia las normas que lo integran dejando inaplicadas, si procede por su propia iniciativa, disposiciones contrarias de las legislaciones nacionales, aunque sean posteriores -como en el caso concreto de la sentencia-, sin necesidad de esperar o solicitar su derogación previa por vía legislativa, por ser ellas incompatibles con las exigencias inherentes a la propia naturaleza del derecho de integración45. Esta última afirmación constituye el principal aporte de la sentencia, obligación ampliada posteriormente por la jurisprudencia del máximo tribunal a todas las autoridades estatales dentro del marco de sus competencias46.

				El Tribunal de Justicia de la Unión Europea sostiene al mismo tiempo que la aplicabilidad directa del derecho común implica que sus normas deben surtir plenamente efectos en todos los Estados miembros, a partir de la fecha de su entrada en vigor y durante todo el período de su validez, y que estas constituyen una fuente inmediata de derechos y obligaciones para todos aquellos a quienes afectan, ya se trate de Estados miembros o de particulares47.

			Sobre la base de lo expuesto y en lo vinculado a una de las manifestaciones de la eficacia jurídica del derecho de integración de la Unión Europea, resulta posible afirmar que el principio de primacía hace posible el reconocimiento fáctico del efecto directo de la normativa común. En otros términos, sin la operatividad del principio de primacía, el efecto directo de las normas comunes quedaría supeditado a los criterios clásicos de aplicación de normas al interior de cada uno de los Estados miembros, determinados por las jerarquías normativas internas y, en caso de igualdad jerárquica, por los principios de temporalidad y/o de especificidad, lo que atentaría contra la efectividad y aplicación uniforme del ordenamiento jurídico común48. Como anverso y reverso de una misma entidad, la primacía actúa como complemento necesario del efecto directo, en aquellos supuestos en los cuales en función del mismo las normas comunes se enfrenten a normas internas cuyos contenidos materiales sean contrarios, lo que suscita un conflicto entre sistemas normativos que solamente puede resolverse si uno de ellos cede en favor del otro; por otra parte, el reconocimiento del efecto directo del derecho común por parte de los tribunales, implica hacer efectivo el principio de primacía. Se puede afirmar que la primacía y efecto directo constituyen la base de sustentación del sistema jurídico de la Unión Europea. 

				Adicionalmente, el principio de primacía también fundamenta y posibilita las demás manifestaciones de la eficacia jurídica del derecho de integración de la Unión Europea, puesto que a partir del mismo operan el recurso por incumplimiento del derecho de integración, la interpretación conforme de los derechos nacionales en función del derecho común, y la responsabilidad de los Estados miembros por daños y perjuicios causados a los particulares por su infracción, manifestaciones que son objeto de tratamiento posterior.

			Citando A. MANGAS MARTÍN por su claridad, se puede afirmar que la primacía es una condición existencial de la Unión Europea, puesto que su derecho de integración “…no podría existir si se admitiese que cada Estados miembros pudieran, en función de sus intereses,  derogarlo o modificarlo unilateralmente. La norma de la Unión responde a necesidades e intereses comunes del conjunto frente a la normativa interna que representa intereses parciales. Si el ordenamiento de la Unión tuviera que ceder ante normas constitucionales, legislativas o administrativas nacionales, el Derecho de la Unión no podría existir…”49.    

			Finalmente, cabe hacer referencia a otro argumento que respalda la primacía del derecho común, vinculado a que la no consagración de la misma implicaría la aplicación discriminatoria de la normativa común en función de las nacionalidades de los particulares de los Estados miembros, o en estricto rigor, en función del lugar de residencia de ellos, al permitirse a los diversos Estados miembros alterar las condiciones de vigencia y aplicación de aquellas en atención a factores unilaterales y variables de un Estado a otro. Si bien lo expresado no resulta determinante en muchos sectores del derecho internacional clásico donde los particulares no son destinatarios directos y principales de la regulación común, sí lo es en el sector o en el ámbito del derecho de integración, atento a que el mismo regula relaciones jurídicas concretas donde los particulares son sujetos protagónicos.

			A modo de adelanto, cabe señalar que si bien desde la posición aquí sostenida se entiende en el ámbito del derecho de integración del MERCOSUR no se ha desarrollado una noción autónoma y dotada de una contenido similar al de la primacía propia del ámbito del derecho de integración de la Unión Europea, se considera que no existen obstáculos de carácter sustancial para no reconocer la aplicación preferente de la normativa común de carácter obligatorio con efectos análogos o similares, lo que es objeto de tratamiento en la segunda parte del presente trabajo.

			Efecto directo del derecho de integración de la Unión Europea 

			Como se afirmó precedentemente, otra de las características propias y generales del derecho de integración de la Unión Europea esta dada por el efecto directo de sus disposiciones, siempre que se cumplan determinados requisitos exigidos a tal fin. Esta característica constituye uno de los principios rectores sobre los que se asienta el sistema jurídico de la Unión Europea, y uno de los ejes determinantes de las relaciones entre el ordenamiento jurídico común y los derechos internos de los Estados miembros, concretamente de la aplicación del primero en las jurisdicciones nacionales. Junto a la primacía, otro de los principios rectores de estas relaciones, el reconocimiento o consagración del efecto directo es producto de una construcción jurisprudencial del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, cuya labor fue edificando y solidificando el aludido sistema jurídico de la Unión Europea, supliendo silencios de los tratados constitutivos50 y adecuando el proceso de integración al dinamismo propio del mismo, todo ello a partir de las bases jurídicas sentadas en los mismos tratados constitutivos y de conformidad de una interpretación finalista o teleológica, pro unione o pro integratione, sistemática, funcional y evolutiva; construcción jurisprudencial actualmente aceptada y acogida por los Estados miembros51.

			El efecto directo de las normas comunes expresa la aptitud material de las mismas para regular de manera directa e inmediata las relaciones jurídicas de sus destinatarios, y su consecuente capacidad para generar, por sí mismas, derechos y obligaciones invocables y exigibles por ellos ante los jueces o tribunales y demás autoridades nacionales. En otros términos, hace alusión a la capacidad de las normas comunes para desplegar por sí mismas la plenitud de efectos para las que fueron concebidas de manera uniforme en todos los Estados miembros a partir de su entrada en vigor y durante toda su validez. Siguiendo a J. PUENTE EGIDO52, se puede sostener que el efecto directo del derecho de integración de la Unión Europea “…no es otra cosa que la obligación de los poderes públicos en los Estados miembros de respetar el efecto normativo de toda regla o decisión…, de derecho originario o derivado, en la constitución de derechos y deberes subjetivos…”, lo que implica como queda de manifiesto el consecuente derecho de los particulares de invocar dichas reglas o decisiones53. Sobre la base de lo expuesto, es posible afirmar que la aptitud potencial otorgada a las normas comunes de surtir plenos efectos a partir de su integración a los ordenamientos jurídicos se materializa con el reconocimiento del efecto directo.

			Como se adelantó, la consagración del efecto directo del derecho de integración de la Unión Europea es producto de una verdadera construcción jurisprudencial por parte del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, al igual que el principio de primacía. Se puede afirmar que el máximo tribunal configura este rasgo característico del ordenamiento jurídico sobre la base de su misma naturaleza, autonomía y de la especificidad de sus objetivos, apelando al espíritu, a la economía y a los términos de los tratados, sobre la base de una interpretación teleológica o finalista de los mismos, y a la vez sistemática y funcional, buscando la coherencia entre lo dispuesto por los textos legales y los objetivos de la integración; asimismo, el reconocimiento del efecto directo se encuentra íntimamente vinculado a la especificidad de la Unión Europea, donde se destacan la participación de los pueblos de los Estados miembros en el esquema de integración y el rol activo de los particulares como sujetos del derecho común. Cabe señalar que la expresión efecto directo no se encuentra contemplada en los tratados constitutivos de la actual Unión Europea, de allí el singular valor de la construcción jurisprudencial del Tribunal de Justicia de la Unión Europea54.

			El Tribunal de Justicia de la Unión Europea tuvo oportunidad de pronunciarse acerca del efecto directo del derecho común, específicamente de las disposiciones de los tratados constitutivos en tanto derecho originario, y de fundamentar su doctrina, en su célebre sentencia Van Gend and Loos55, ya citada, en la cual efectúa además importantes consideraciones en torno a la naturaleza jurídica del proceso de integración. Los principales aportes de la sentencia aludida, una de las sentencias de mayor importancia y trascendencia de las pronunciadas por el máximo tribunal, pueden resumirse en lo siguiente: el máximo tribunal del proceso de integración de la Unión Europea rompió para el ámbito específico del derecho de integración europeo con la presunción existente hasta entonces en el derecho internacional clásico consistente en que las disposiciones de los tratados no poseían efecto directo sobre los particulares de los Estados parte de los mismos, presunción iuris tantum que requería para ser destruida que en los propios tratados las partes hubiesen expresamente establecido el efecto directo de determinadas disposiciones, o que ello surgiera de manera evidente o notoria de la estructura de las normas en cuestión56; el tribunal se apartó de la mencionada presunción sobre la base de la aludida interpretación teleológica o finalista de los términos de los tratados constitutivos, y apelando a la voluntad de los Estados miembros de crear un nuevo orden jurídico, estableció con carácter general la aptitud o potencialidad de las normas o disposiciones de los mismos para gozar de efecto directo. Posteriormente, para determinar si cada norma o disposición en concreto efectivamente posee dicho efecto, el máximo tribunal estableció que se debe recurrir al contenido, a la sistemática, a los términos y a la finalidad de ellas, a su aptitud para crear “derechos individuales que los tribunales puedan proteger”57. En otros términos, se invierte la presunción del derecho internacional y se establece una presunción general de efecto directo de las disposiciones del derecho de integración originario para con los particulares por ser estos sujetos destinatarios del mismo, presunción a ser validada en función de los contenidos de las disposiciones o normas en cuestión58 -como se analiza a continuación, en el caso del derecho de integración derivado la aludida validación se da en función no solamente de los contenidos de las disposiciones o normas en cuestión, sino también de la presencia de otros requisitos vinculados al mecanismo de actuación da las fuentes normativas que lo componen-.

			Como se adelantó, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea encontró el fundamento de su doctrina en los objetivos del proceso de integración, plasmados en el espíritu, en la economía y en los términos de los tratados constitutivos59. El máximo tribunal afirmó que al ser el objetivo central del tratado constitutivo en cuestión “…instituir un mercado común cuyo funcionamiento concierne directamente a los sometidos a la jurisdicción de la Comunidad, el Tratado constituye algo más que un acuerdo que se limita a crear obligaciones mutuas entre los Estados contratantes…”, lo que posee base de sustentación en lo dispuesto por el Preámbulo del aludido tratado constitutivo, que más allá de los Gobiernos, contempla a los pueblos de los Estados miembros y crea órganos o instituciones con derechos soberanos cuyo ejercicio afecta a los mismos Estados miembros y a los nacionales suyos60; en palabras del máximo tribunal “…la Comunidad constituye un nuevo orden jurídico de derecho internacional, en cuyo beneficio los Estados han limitado, aunque de manera restringida, sus derechos soberanos, y cuyos sujetos no son solamente los Estados miembros, sino igualmente sus nacionales… en consecuencia, el derecho comunitario, independientemente de la legislación de los Estados miembros, de la misma forma que constituye obligaciones sobre los particulares está también destinado a conferirles derechos que se insertan en el patrimonio de éstos…”61, los que quedan determinados de forma explícita y en función de “…las obligaciones que el Tratado impone de forma bien definida, tanto a los particulares como a los Estados miembros y a las instituciones comunitarias”62.

			Asimismo y siguiendo el razonamiento expuesto, para el caso concreto indicó que el tratado enuncia una prohibición, abstención u obligación de no hacer, clara, incondicional y no sujeta a ninguna reserva de los Estados miembros de subordinar su ejecución a actos positivos de derecho interno, por lo que se prestaba por su propia naturaleza para producir efectos directos en las relaciones jurídicas entre los Estados miembros y sus nacionales que los órganos jurisdiccionales deben salvaguardar, destacando que el hecho de mencionar la disposición a los Estados miembros como sujetos de la obligación, no implica que los particulares no puedan ser beneficiarios de ella. Dada la temática del presente trabajo esta afirmación resulta de fundamental importancia, puesto que se vincula tanto con la aplicación la doctrina jurisprudencial aquí esgrimida a las Directivas, como con la factibilidad de aplicar la misma a otros procesos de integración, entre ellos al proceso de integración del MERCOSUR. Se otorga de esta manera relevancia a los particulares como sujetos del ordenamiento nuevo creado, y titulares directos de derechos y obligaciones surgidas del mismo, lo que establece diferencias con el derecho internacional clásico63. 

			Por otra parte, el máximo tribunal afirmó que la circunstancia de que el tratado permita llevar ante él a los Estados miembros infractores -a través del recurso por incumplimiento- no implica para los particulares la imposibilidad de invocar la normativa común ante los jueces o tribunales nacionales64, marcando la compatibilidad de ambas respuestas jurídicas, las que si bien tienden a la aplicación efectiva del derecho común, se diferencian en cuanto a sus efectos inmediatos, estando la última dirigida a tutelar las relaciones jurídicas concretas. De esta forma, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea estableció una doble tutela para los particulares o un doble castigo para los Estados incumplidores, determinado, por una parte, por la posibilidad de la Comisión Europea y de los Estados miembros de acudir ante él en casos de incumplimientos estatales denunciando tales situaciones y con el objeto de obtener sentencias condenatorias, vía los artículos 258 y 259 TFUE, en cuyo marco los particulares son meros promotores del mecanismo de actuación establecido al efecto; por otra parte, por la posibilidad de los particulares de invocar las disposiciones pertinentes del derecho común ante los jueces o tribunales nacionales a efectos de exigir de los Estados miembros la conducta debida, traducida en lo que aquí interesa en la aplicación de las normas comunes vía reconocimiento del efecto directo. Se trata entonces de dos mecanismos complementarios de control de la legalidad o de observancia del derecho de integración por parte de los Estados miembros, puesto que mientras el primero va dirigido a subsanar situaciones de incumplimiento con efectos erga omnes, el segundo va dirigido tutelar situaciones jurídicas concretas65. Este último mecanismo constituye uno de los aspectos más innovadores del efecto directo del derecho de integración de la Unión Europea, el permitir a los particulares, por la vía de las jurisdicciones internas, donde los jueces o tribunales nacionales actúan en calidad de garantes del ordenamiento jurídico común, implementar una respuesta jurídica concreta de la que carecen en general en las instancias internacionales clásicas, respuesta garantizada por el mismo derecho común y no sujeta a los derechos internos de cada uno de los Estados miembros. 

			El Tribunal de Justicia de la Unión Europea sienta de esta forma la doctrina del efecto directo del derecho de integración, estableciendo como principio o regla general que si las mismas resultan idóneas para producir efectos inmediatos en las relaciones jurídicas entre los Estados miembros y los particulares sometidos a sus respectivos derechos internos, tales normas son operativas. Una vez más y como se señaló, el máximo tribunal asienta su postura en la voluntad objetivada de las partes en los tratados constitutivos, voluntad deducida de la propia normativa común en base a una interpretación teleológica o finalista, a partir de contemplar la naturaleza del proceso de integración y la transferencia o atribución del ejercicio de competencias desde los Estados miembros hacia el mismo, competencias que constituyen instrumentos para alcanzar los objetivos comunes66. Con ello el máximo tribunal sitúa el control del cumplimiento del derecho común no solamente en el ámbito de las relaciones interestatales, sino también en el ámbito interno de los Estados miembros, dentro del cual los particulares pueden exigir el cumplimiento del mismo ante sus autoridades nacionales, y donde los jueces o tribunales nacionales son garantes de su aplicación.

			No obstante la claridad conceptual del máximo tribunal, dada la temática del presente trabajo y citando a R. ALONSO GARCÍA, interesa hacer explícito con relación a este caso lo siguiente: “…bien podría haber prevalecido una aproximación conforme a los cánones clásicos del Derecho Internacional respecto a la eficacia del Tratado CEE, pues ninguna disposición suya preveía la posibilidad de su directa aplicación, con la consecuencia de poder implicar per se a los particulares, esto es, con independencia de los Derechos nacionales (ausencia de previsión ésta, por lo demás, predicable no sólo del Tratado, sino del resto del Derecho comunitario, con la sola excepción de los reglamentos, cuya aplicabilidad directa se recogía expresamente en el artículo 189, actual 288 TFUE), al tiempo que sí preveía (como recalcó en sus Conclusiones el Abogado General, partidario de negar al eficacia directa) un proceso por incumplimiento de las obligaciones derivadas del Derecho comunitario, incluido el Tratado, en el que los particulares brillaban por su ausencia (artículos 169-170, actualmente 258-259 TFUE)”67. Aproximación sostenida también por los Estados miembros participantes del proceso, quienes asociaron el silencio con relación a los particulares a la voluntad de ellos de no conferir efecto directo al tratado constitutivo en cuestión68. Lo expresado resulta de especial relevancia para el proceso de integración del MERCOSUR, lo que es objeto de tratamiento posterior.

			Luego de haber expuesto lo vinculado a la consagración inicial del efecto directo de las normas comunes de los tratados constitutivos de la actual Unión Europea, que tuvo lugar a partir de una obligación de no hacer o de abstención, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en la sentencia Alfons Lütticke Gmbh c/ Hauptzollamt Saarlouis, de 16 de junio de 1966, as. 57/65, amplió el alcance del principio a las obligaciones de hacer o positivas. A partir del desarrollo jurisprudencial del máximo tribunal, cabe afirmar que el efecto directo de las disposiciones de los tratados constitutivos resulta invocable no solamente en el ámbito de las denominadas relaciones verticales, que vinculan a los particulares con los poderes públicos69, sino también en el ámbito de las denominadas relaciones horizontales, aquellas en las que los sujetos relacionados y sobre los cuales influyen las normas comunes son particulares, reconociéndoles el máximo tribunal un efecto directo pleno bajo el cumplimiento de los requisitos fijados al efecto70. 

				Desarrollado lo anterior, a continuación resulta apropiado hacer una breve referencia a la aplicación del principio de efecto directo a los actos normativos vinculantes del derecho de integración derivado de la Unión Europea, particularmente a los Reglamentos y de las Decisiones, atento a que lo vinculado a las Directivas es objeto de tratamiento independiente con posterioridad en el marco del presente trabajo, ello por su mayor proximidad al mecanismo o procedimiento previsto por el derecho de integración del MERCOSUR para su derecho derivado.

			Establecido el efecto directo de los tratados constitutivos, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea lo extendió posteriormente al resto de los actos normativos vinculantes del derecho de integración derivado, aunque con matizaciones y complejidad variable en función de la naturaleza específica de cada uno de ellos. En el caso específico de los Reglamentos, actos jurídicos mediante los cuales las instituciones comunes pueden intervenir con mayor intensidad en los ordenamientos jurídicos nacionales, la consagración del efecto directo resultó favorecida por el reconocimiento expreso efectuado en el texto normativo de su alcance general, de su obligatoriedad en todos sus elementos, y de su carácter directamente aplicable. Dado su carácter de normas completas, self-executing71, autoejecutables o autoaplicables, los Reglamentos poseen, en principio, un efecto jurídico pleno en cuanto a la creación de derechos y obligaciones, tanto respecto de las obligaciones de hacer y no hacer, ya sea en el marco de relaciones verticales u horizontales, siempre que gocen de los requisitos exigidos de precisión e incondicionalidad; esto último fue puesto de manifiesto en pronunciamientos del máximo tribunal como la sentencia Schlüter y Maack, de 6 de junio de 1972, as. 94/71, entre otras72, en la que el máximo tribunal afirmó que no es la forma o la denominación de los actos normativos lo que les confiere efecto directo, sino su contenido73. Lo indicado permite afirmar que la regla general en la atinente a los Reglamentos es el efecto directo de sus disposiciones, gozando de una presunción favorable al respecto por constituir ellos la fuente normativa más apta para producir el mismo, atento a que sus preceptos entran de ordinario en la esfera jurídica de los particulares, poseyendo por naturaleza vocación de efecto directo.

				En cuanto a las Decisiones, al ser actos jurídicos obligatorios que pueden o no designar destinatarios concretos, la regla general también es el efecto directo de sus disposiciones y la presunción favorable al respecto cuando ellas vayan dirigidas a los particulares, y la posibilidad de poseerlo cuando ellas vayan dirigidas a uno o más Estados miembros, con excepción de aquellas disposiciones que en su contenido no reúnan los requisitos de precisión e incondicionalidad. El reconocimiento del efecto directo de las Decisiones lo efectuó el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en la sentencia Franz Grad c. Finanzamt Traunstein, de 6 de octubre de 1970, as. 9/70, en el marco de una Decisión relacionada con una Directiva, sentencia de importancia notoria atento a que en ella se reconoce el inicio de la andadura del máximo tribunal en torno al reconocimiento del efecto directo de actos de derecho de integración derivado distintos de los Reglamentos, y cuyos fundamentos luego fueron invocados por el tribunal en materia de Directivas. 

			En la aludida sentencia el Tribunal de Justicia de la Unión Europea afirmó que, además de los Reglamentos, otros actos contemplados en el actual artículo 288 TFUE eran susceptibles de producir efectos análogos dado su carácter obligatorio74, ello en función de argumentos ya desarrollados en ocasión de reconocer efecto directo del derecho de integración originario. El máximo tribunal señaló que “…si bien en virtud de las disposiciones del artículo 189, los Reglamentos son directamente aplicables y, en consecuencia, dada su naturaleza, susceptibles de producir efectos directos, no resulta de ello que otras categorías de actos contemplados en este artículo no puedan jamás producir efectos análogos”, para luego afirmar que “…sería incompatible con el efecto obligatorio que el artículo 189 reconoce a la decisión, excluir en principio que la obligación que la misma impone pueda ser invocada por personas afectadas”. A partir de ello, sostiene que el carácter imperativo de las Decisiones, obligatorias en todos sus elementos para sus destinatarios, permiten en principio a los particulares invocar sus disposiciones de forma análoga a como lo hacen las instituciones comunes, puesto que el efecto útil de las Decisiones se encontraría debilitado si los particulares no pudieran alegarlas en vía judicial y los órganos jurisdiccionales nacionales estuvieran impelidos para tomarla en consideración. Siguiendo la misma secuencia establecida para los tratados constitutivos, afirmó que pese a esta aptitud general debe analizarse caso por caso para determinar si las disposiciones en concreto, atendiendo a su naturaleza, sistema y tenor literal, pueden llegar a producir efecto directo75.   

			Como queda de manifiesto, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea consagra la facultad de los particulares de invocar las Decisiones, y el deber para los órganos jurisdiccionales nacionales de tomarlas en consideración.

			Criterios generales de determinación del efecto directo del derecho de integración de la Unión Europea

			Como se adelantó, una vez establecida la regla general, esto es la potencialidad de las normas comunes para gozar de efecto directo en función de los fundamentos esgrimidos, la atribución del mismo a una norma en concreto constituye una operación compleja, para lo cual es necesario proceder caso por caso, mediante un análisis exhaustivo de los supuestos particulares. Lo afirmado obedece a que la aptitud o capacidad de las normas para generar derechos y deberes individuales, no depende exclusivamente de la naturaleza del proceso de integración y de lo dispuesto en el texto de los tratados constitutivos en términos generales, sino también de la idoneidad material que a cada una de ellas les sea propia a tal efecto; idoneidad que posee carácter de excepción en derecho internacional clásico, y una presunción favorable en el ámbito del derecho de integración de la Unión Europea, esto último según lo establecido por el máximo tribunal.    

			El Tribunal de Justicia de la Unión Europea formuló a partir de la sentencia Vand Gend and Loos, ya analizada, y a través de su jurisprudencia posterior, los requisitos necesarios que deben cumplir las normas comunes del derecho de integración de la Unión Europea a fin de gozar de efecto directo, con prescindencia de que se trate de normas de derecho originario o de derecho derivado. Tales requisitos exigidos son abordados a continuación de manera genérica por ser luego analizados en oportunidad de tratar su aplicación a las Directivas:   

			- Que las normas comunes sean precisas, esto es que den lugar a una obligación concreta en términos inequívocos, excluyendo ambigüedades e interpretaciones contradictorias76. 

			- Que las normas comunes sean incondicionales77, no dejando márgenes de apreciación discrecionales a las autoridades públicas o a las instituciones comunes respecto a su cumplimiento, por no estar sujetas a ningún requisito ni supeditadas, en su ejecución o en sus efectos, a ninguna reserva o acto posterior78.

			De un análisis de la jurisprudencia del máximo tribunal puede deducirse que lo que realmente interesa a su criterio es que tanto los sujetos pasivos y activos de cada una de las normas comunes en cuestión, como sus contenidos obligacionales y los consecuentes derechos, queden definidos por ellas, sin necesidad de otras normas de ejecución posteriores, ya sean nacionales o comunes79.

			Integración y aplicabilidad directa o inmediata del derecho de integración de la Unión Europea 

				En el ámbito del derecho de integración de la Unión Europea, otra característica que destaca en orden a abordar las relaciones de este ordenamiento jurídico con los derechos internos de cada uno de  los Estados miembros, es la aplicabilidad directa o inmediata de sus disposiciones. En virtud de la temática del presente trabajo se torna necesario analizar el significado y el alcance de esta noción, puesto que ello se torna relevante en orden al tratamiento de la eficacia jurídica de la normativa común en el derecho de integración del MERCOSUR.

			En los tratados constitutivos la expresión aplicabilidad directa es utilizada expresamente por el artículo 288 TFUE para hacer referencia a la característica más destacada y definitoria de una de las fuentes normativas del derecho de integración europeo, los Reglamentos; no obstante ello, su aplicación resulta más amplia. La aplicabilidad directa o aplicabilidad inmediata, expresiones utilizadas aquí como sinónimos, hace alusión a aquella cualidad en virtud de la cual las normas comunes forman parte de los sistemas jurídicos de los Estados miembros sin necesidad de actos internos de incorporación por parte de ellos, bastando a tal efecto la publicación de las mismas en el Diario Oficial de la Unión Europea para que desplieguen la plenitud de efectos para las cuales fueron dictadas80. Citando a J. PUENTE EGIDO81, puede afirmarse que es la condición que tienen las normas comunes “…de insertarse por su propio impulso en los sistemas jurídicos de los Estados…”, con independencia de las previsiones de los derechos internos al respecto.

			La aplicabilidad directa o inmediata implica la negación, una vez incorporados los Estados miembros al proceso de integración conforme a los procedimientos establecidos por cada uno de sus ordenamientos jurídicos, de la idea de transformación de las normas en derecho interno, propia de los sistemas jurídicos dualistas. Lo expresado encuentra apoyo en lo afirmado por el Tribunal de Justica de la Unión Europea en su sentencia San Michele, de 22 de julio de 1965, as. 9/65, en la cual el máximo tribunal rechazando toda concepción dualista respecto del derecho de integración de la Unión Europea expresó que “…El Tribunal considera que la recepción no produce el efecto de transformar dichos tratados y éstos deben ser aplicados por el juez interno en tanto que Derecho comunitario y no como Derecho nacional”; asimismo, en su sentencia Variola, de 10 de octubre de 1973, as. 34/73, afirmó respecto a los Reglamentos, que la aplicabilidad directa exige la entrada en vigor de los mismos sin ninguna medida que implique su recepción en los derechos nacionales. Bajo esta acepción o con este significado o alcance, puede afirmarse que el derecho de integración derivado de la Unión Europea posee aplicabilidad directa o inmediata, lo que incluye no solamente a los Reglamentos sino también a las Directivas y a las Decisiones en tanto actos jurídicos típicos y de carácter vinculante.

			En el contexto del presente trabajo se torna también de importancia diferenciar entre las nociones de aplicabilidad directa o inmediata en el sentido aludido, y la noción de efecto directo entendida, conforme se adelantó, como la aptitud material de las normas para regular de manera directa e inmediata las relaciones jurídicas de sus destinatarios, y su consecuente capacidad para generar por sí mismas derechos y obligaciones invocables y exigibles ante los jueces o tribunales y demás autoridades nacionales por parte de los particulares. La diferencia en el contenido de entre ambas nociones, más allá de cuestiones terminológicas82, posee importantes efectos prácticos que fueron abordados en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea; entre otros pronunciamientos, el máximo tribunal en su sentencia Franz Grad c. Finanzamt Traunstein, ya citada, afirmó que: “…Es necesario distinguir entre aplicabilidad directa en el sentido del artículo 189 del Tratado y disposiciones aptas para producir efectos directos en las relaciones entre particulares. En el sentido del artículo 189, aplicabilidad directa significa especialmente que no hay necesidad de un acto positivo de derecho interno para conferir valor a un acto determinado de derecho comunitario. En cuanto a si determinadas disposiciones son, en el sentido de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, de tal naturaleza como para producir efectos directos respecto de los particulares, se trata, por el contrario -en la medida en que estén en juego obligaciones de hacer- de saber sí, a pesar de la falta de adopción de una ley de ejecución interna, el particular puede obtener derechos directos”83. A partir se lo expuesto, queda de manifiesto que la aplicabilidad directa o inmediata de las normas comunes no implica necesariamente que las mismas gocen de efecto directo84.

			Resulta de interés, asimismo, relacionar las nociones de aplicabilidad directa o inmediata de las normas comunes con la noción de integración de las mismas a los derechos nacionales. Como regla general puede afirmarse que el derecho de integración de la Unión Europea se integra a los derechos internos de los Estados miembros desde un primer momento de su existencia, lo que resulta acorde con lo expresado precedentemente sobre el carácter de la atribución de competencias originarias de los Estados miembros a las instituciones comunes. Respecto al derecho de integración originario, ya en la sentencia Costa c. ENEL, precedentemente citada, el máximo tribunal señaló, como ya se indicara, que “…a diferencia de los tratados internacionales ordinarios, el Tratado… creó un ordenamiento jurídico propio, integrado en el sistema jurídico de los Estados miembros en el momento de la entrada en vigor del Tratado y que vincula a sus órganos jurisdiccionales…”; lo afirmado implica que luego de concluido el proceso por el cual los Estados miembros manifiestan su consentimiento de quedar obligados por los tratados constitutivos, y de la entrada en vigor de los mismos para ellos, los ordenamientos jurídicos quedan integrados -junto a todo el derecho de integración derivado surgido en consecuencia hasta ese momento, atento a que se incorpora todo el acervo normativo común-. Para el derecho de integración derivado en general, la regla consiste en su integración a partir de su entrada en vigor, la que se produce a los veinte días de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea, salvo indicación en contrario, o a partir de su notificación a los Estados miembros, esto en supuestos de Directivas o de Decisiones dirigidas a ellos.

			Lo expresado en el párrafo precedente resulta de especial interés en el caso de las Directivas, puesto que si bien las mismas se integran por su propio impulso y en cuanto a tales desde un primer momento de su existencia a los derechos internos de los Estados miembros -no necesitando al efecto ningún acto de recepción-, y desde ese momento los vinculan de manera directa, carecen de aplicabilidad directa o inmediata respecto de los particulares, necesitando de la intervención estatal para desplegar sus efectos respecto de ellos a través de las normas internas de incorporación y de adaptación a sus contenidos materiales; en otros términos, las Directivas no poseen ni capacidad formal, ni en principio la capacidad material85, para ser fuentes directas de derechos y obligaciones para los particulares -al menos en el primer estadio de su existencia, puesto que, como se analiza en apartados posteriores de este trabajo, esta regla general no implica que no puedan recobrar su aplicabilidad directa o inmediata respecto a los particulares en casos de incumplimiento estatal86, y gozar de efecto directo cumplidos ciertos requisitos-87. La característica señalada resulta de suma importancia a fin de comprender tanto el efecto directo de las Directivas, como la posible aplicación de las manifestaciones de su eficacia jurídica a otros procesos de integración regional.

			Más allá de cuestiones terminológicas que no hacen a la esencia del aspecto tratado sino a cuestiones formales, a los efectos del presente trabajo interesa destacar que las Directivas se integran, en cuanto tales, de manera directa o inmediata a los ordenamientos jurídicos de los Estados miembros, sin necesidad de acto alguno de recepción por parte de ellos; atento a esto, se encuentran en condiciones para desplegar su operatividad primera, es decir, obligar a los Estados miembros a adaptar sus ordenamientos a lo dispuesto en su contenido material -pudiendo incluso actuar como parámetros de interpretación de los derechos nacionales, lo que es objeto de análisis posterior-. Por otra parte, que las Directivas carecen, por regla general, de efecto directo, puesto que por su particular naturaleza y mecanismo de actuación requieren de normas estatales de intermediación o adaptación para desplegar a través de ellas su eficacia normativa en orden a la regulación de las relaciones jurídicas a las que están destinadas, y a la creación de los derechos y deberes correspondientes respecto de los particulares. No obstante lo expresado, en supuestos de incumplimiento o no cumplimiento de debida forma por parte de los Estados miembros de las obligaciones de incorporación de las mismas y de adaptación de sus derechos internos su contenido material, las Directivas adquieren aptitud o capacidad para gozar de efecto directo cumplidos ciertos requisitos, con prescindencia de las normas internas de intermediación o adaptación.

			Invocabilidad del derecho de integración de la Unión Europea 

			Se entiende pertinente también efectuar una diferenciación entre las nociones de invocabilidad y de efecto directo del derecho de integración de la Unión Europea en general y de las Directivas en particular, puesto que el alcance y los efectos de ambas nociones son diversos. Se puede afirmar que la invocabilidad de la normas comunes es más amplia que el efecto directo de las mismas, por constituir el efecto directo solamente una de las posibles manifestaciones de su eficacia jurídica de las normas comunes.

			La distinción aludida se torna esencial al momento de analizar la eficacia jurídica del derecho de integración de la Unión Europea, incluidas las Directivas, puesto que la normativa común puede ser invocada por sus destinatarios beneficiarios aun cuando no se presenten los requisitos exigidos para el reconocimiento de su efecto directo, siempre que otorguen derechos subjetivos suficientemente definidos a los particulares88; en otros términos, la tutela judicial efectiva de lo dispuesto por las normas comunes no depende exclusivamente de que las mismas reúnan los requisitos para gozar de efecto directo y de que puedan ser efectivamente operativas por el tipo de relaciones reguladas y los sujetos implicados, sino de su aptitud para conferir derechos subjetivos. Atento a lo expresado, se puede afirmar que las normas comunes resultan invocables ante las autoridades nacionales con diversas finalidades: para que se apliquen a la resolución de situaciones jurídicas concretas -efecto directo-; para que a la luz de sus textos y finalidades se interpreten las normas internas de los Estados miembros-interpretación conforme-; para que den lugar a reclamos de reparaciones por daños y perjuicios causados a particulares por su infracción -responsabilidad estatal-; para exigir a los Estados miembros infractores su cumplimiento, esto último a través de la actuación de Comisión y/o de los Estados miembros -recurso por incumplimiento-89.

			La distinción afirmada se torna especialmente significativa para el caso de las Directivas, donde el efecto directo de las mismas se limita, a diferencia de lo que ocurre con otros actos normativos comunes vinculantes90, a las relaciones entre los Estados miembros y los particulares, y únicamente en supuestos de alegación de los particulares frente a los Estados miembros incumplidores. 

			Derecho de integración originario y derivado de la Unión Europea: notas características vinculadas a su eficacia jurídica 

			A continuación se hace una breve referencia al sistema de fuentes del derecho de integración de la Unión Europea91, tanto a fin de establecer elementos básicos que repercuten en la eficacia jurídica del mismo, como en orden a la mejor comprensión de porqué se hace énfasis dentro de este sistema de fuentes en las Directivas, a efectos de trazar paralelismos con el derecho de integración del MERCOSUR en la segunda parte del presente trabajo.

			Respecto a lo primero, debe comenzarse por hacer referencia al derecho de integración originario o primario, conformado por los tratados constitutivos y sus respectivas modificaciones, por responder ello a la lógica del sistema de fuentes del proceso de integración europeo. Los tratados constitutivos de la actual Unión Europea -reconducidos como se adelantó en el Tratado TUE y en el TFUE-, constituyen normas jurídico-internacionales desde el punto de vista formal, siendo de interés destacar una doble dimensión que les es inherente y que se manifiesta en sus contenidos: una dimensión de carácter constitucional92, y una dimensión normativa específica, esta última manifestada en regulaciones materiales dotadas de un alto grado de concreción y especificidad. Es en la primera de las dimensiones señaladas donde se reflejan los principios jurídicos fundamentales relativos a los objetivos y fines de la Unión Europea, y a su funcionamiento, y en donde se establece el marco referencial que deben llenar de contenido, en interés del proceso de integración, las instituciones comunes dotadas de competencias legislativas y administrativas; esta dimensión convierte a los tratados constitutivos en el instrumento central al momento de interpretar todo el ordenamiento jurídico de la Unión Europea.  

			En lo que respecta al derecho de integración derivado o secundario, contemplado en el artículo 288 TFUE93, el mismo puede ser definido como el conjunto de medios para la instrumentación jurídica de los objetivos y fines de los tratados constitutivos, fundados en ellos, y desarrollados por las instituciones comunes en el ejercicio de sus competencias. Compuesto por actos típicos y atípicos, de carácter vinculante y no vinculante, en atención al objeto de la presente investigación se hace referencia solamente a los actos típicos de carácter vinculante, Reglamentos, Decisiones y Directivas94, para luego profundizar en lo referente a esta última fuente normativa conforme a lo adelantado.

			En cuanto a los Reglamentos95, actos jurídicos obligatorios de alcance general o erga omnes mediante los cuales las instituciones comunes pueden intervenir con mayor intensidad en las relaciones jurídicas dentro de los ordenamientos jurídicos nacionales96, sus notas características pueden resumirse en las siguientes: 

			- Poseen alcance general e imponen un mismo derecho en todos los Estados miembros, siendo válidos de manera uniforme para todas las categorías de destinatarios a los que van dirigidos de manera abstracta; en otros términos, sus destinatarios lo son por el hecho o como consecuencia de estar incursos en las situaciones que los Reglamentos prevén con carácter general.

			- Se integran desde un primer momento a los ordenamientos jurídicos internos de los Estados miembros y gozan de aplicabilidad directa o inmediata, entendida como la incorporación automática de los mismos a los derechos internos de los Estados miembros sin necesidad de ninguna actuación por parte de estos últimos en orden a la producción de sus efectos o a la regulación de las relaciones jurídicas a las que están destinados. Atento lo expresado, se prohíbe toda intermediación de los Estados miembros, esto es la adopción de actos o medidas nacionales de recepción o reproducción de los Reglamentos que puedan poner en duda la inmediatez de su efectividad o disminuir la eficacia del derecho común, salvo que existan habilitaciones expresas o implícitas por parte de las instituciones comunes del proceso de integración al respecto97 -la razón radica en que estos actos o medidas nacionales pueden ser susceptibles de introducir confusiones vinculadas al origen común de la normativa, a la competencia en torno a la validez o interpretación de ella, a la fecha de entrada en vigor afectando su vigencia simultánea, y/o a su alcance-. La integración de los Reglamentos a los ordenamientos jurídicos nacionales se da a partir de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea, y despliegan su eficacia a partir de la fecha que ellos mismos indiquen, o a los veinte días de la publicación a falta de indicación98.

			- Revisten el carácter de normas jurídicas completas, determinado por la obligatoriedad de todos sus elementos, tanto en los resultados como en los medios para conseguirlos, y su consecuente aptitud natural para conferir o imponer a los particulares derechos y obligaciones de manera directa; constituyen normas self-executing, autosuficientes o autoaplicables. En virtud de lo expresado, los Estados miembros, sus jueces o tribunales y demás autoridades nacionales, así como todos los particulares incluidos en el ámbito de aplicación de los Reglamentos, están directamente vinculados por ellos. En tanto normas jurídicas completas, se puede afirmar que su finalidad última es la unificación de la normativa en las materias comunes reguladas, por lo que, por regla general, no dejan a los Estados miembros margen de apreciación o discrecionalidad, excluyendo cualquier tipo de particularidades o diversidades internas en las materias reguladas y limitando la actuación de los Estados miembros a su mera aplicación material.  

				Respecto a las Decisiones99, luego de la reforma del Tratado de Lisboa puede afirmarse que se trata de actos jurídicos obligatorios que pueden o no designar destinatario concretos, pudiéndose resumir sus notas características en las siguientes:

			- Poseen validez general, o individual en caso que designen destinatarios, por lo que se diferencian de los Reglamentos.

			- Se integran desde un primer momento a los ordenamientos jurídicos internos de los Estados miembros y gozan en este sentido de aplicabilidad directa o inmediata al igual que los Reglamentos, entendida como se afirmó precedentemente como la incorporación automática de ellas a los derechos internos de los Estados miembros sin necesidad de ninguna actuación estatal al efecto para regular las relaciones jurídicas a las que están destinadas.

			- Revisten el carácter de normas jurídicas completas, determinado al igual que para los Reglamentos por la obligatoriedad de todos sus elementos, tanto en los resultados como en los medios para conseguirlos, y su consecuente aptitud natural para conferir a los destinatarios derechos y obligaciones; en virtud de ello, los Estados miembros, sus jueces o tribunales y demás autoridades nacionales, así como los particulares destinatarios cuando estén designados por ellas, están directamente vinculados por ellas; esta característica establece una diferencia marcada con las Directivas, únicamente vinculantes para los Estados miembros y solamente en lo referido los resultados a alcanzar. 

			Finalmente, cabe hacer referencia a las Directivas, actos jurídicos obligatorios mediante los cuales las instituciones comunes pueden intervenir en las relaciones jurídicas dentro de los ordenamientos jurídicos nacionales, aunque contemplando un importante rol para la actividad e intermediación de los Estados miembros; sus notas características pueden resumirse en las siguientes:

			- Al tener como destinatarios a los Estados miembros, a todos o a algunos de ellos, carecen en principio de alcance general. No obstante ello, al dirigirse ordinariamente a la totalidad de los Estados miembros y al desarrollarse de manera simultánea en sus respectivos territorios, en la práctica adquieren el carácter de tales. Ahora bien, cumplido el mecanismo de actuación por ellas previsto, las Directivas imponen a sus destinatarios un mismo derecho, derecho obligatorio en cuanto a los resultados a conseguir -la identidad se da en los resultados y no en los medios para conseguirlos-, siendo válidas para todas las categorías de destinatarios a los que se van dirigidas de manera abstracta; en otros términos, sus destinatarios lo son también por el hecho o como consecuencia de estar incursos en las situaciones que las Directivas prevén con carácter general. 

			- Si bien se integran desde un primer momento a los ordenamientos jurídicos de los Estados miembros, requieren de la intermediación de los Estados miembros en orden a producir la plenitud de efectos para las que están destinadas y regular las relaciones jurídicas concretas,  vinculando a los particulares. No obstante lo expresado, y atento a su integración a los ordenamientos jurídicos nacionales a partir de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea o de su notificación a los Estados miembros, las Directivas vinculan de manera directa o inmediata a los Estados miembros, desplegando su eficacia para ellos a partir de la fecha que ellas mismas indiquen o, a falta de indicación, a los veinte días de la publicación100.

			- No revisten el carácter de normas jurídicas completas, al ser obligatorias solamente en cuanto a los resultados a conseguir, dejando libertad de acción a los Estados miembros respecto a las formas y a los medios para alcanzarlos, en tanto sean idóneos y pertinentes al efecto. Atento a ello, carecen de aptitud natural para conferir o imponer a los particulares derechos y obligaciones de manera directa, pues necesitan de la intermediación de los Estados miembros, consistente en la incorporación de sus contenidos materiales a los ordenamientos jurídicos internos, lo que conlleva la obligación de la adaptación de los mismos a su contenido material; no constituyen, por regla general, normas self-executing, autosuficientes o autoaplicables. En virtud de lo expresado, solamente los Estados miembros están directamente obligados a la aludida adaptación de las Directivas, estando los particulares vinculados a las normas estatales de incorporación y adaptación a la normativa común -en supuestos de normalidad o de correcta actuación estatal-. Se puede afirmar que su finalidad última no es la unificación de la normativa en las materias comunes reguladas, sino la armonización de la normativa, dejando en consecuencia a los Estados miembros márgenes de apreciación, de discrecionalidad o de maniobra en orden a contemplar en la labor de adaptación de la misma particularidades o diversidades internas en las materias reguladas, asumiendo la actuación de los Estados miembros un rol activo en el proceso normativo, no limitado a la mera aplicación material101.

				Visto lo anterior y como se adelantó, a continuación se profundiza en el análisis de las Directivas en tanto fuente específica del derecho de integración derivado de la Unión Europea, atento a que es esta fuente normativa la que más similitudes presenta con las fuentes normativas del derecho de integración derivado del MERCOSUR. Similitudes consistentes principalmente, a los efectos que en el marco del presente trabajo interesan, en la carencia de aplicabilidad directa o inmediata respecto a los particulares, y en la previsión de la intermediación de los Estados para la incorporación de las normas comunes a los derechos internos en orden a regular las relaciones jurídicas a las que están destinadas, similitudes que desde la posición aquí sostenida hacen factible la aplicación al derecho de integración derivado del MERCOSUR de la doctrina de la eficacia jurídica desarrollada para las Directivas en el ámbito del derecho de integración de la Unión Europea.

			

			
				
					2	 Siguiendo a M. DÍEZ DE VELASCO, las organizaciones internacionales pueden ser definidas como “…asociaciones voluntarias de Estados establecidas por acuerdo internacional, dotadas de órganos permanentes, propios e independientes, encargados de gestionar unos intereses colectivos y capaces de expresar una voluntad jurídicamente distinta de la de sus miembros”, en DÍEZ DE VELASCO, M.: Instituciones de derecho internacional público, Editorial Tecnos, 2013, Madrid, España, pág. 359. Sobre el derecho de las organizaciones internacionales, cabe mencionar, entre otros estudios de referencia, los siguientes: WHITE, N.: The law of international organisations, Manchester University Press, 2005, Manchester, United Kingdom, y DUPUY, R.: Manuel sur les organisations internationales / A Handbook on International Organizations, Martinus Nijhoff Publishers, 1988, Drodrecht, The Netherlands.

				

				
					3	 Sobre el aspecto tratado resultan ilustrativos, entre otros, los siguientes pronunciamientos: la Decisión de 19 de noviembre de 2004 del Consejo Constitucional de Francia, y las sentencias Agrana Zucker GmbH c. Bundesminister für Land- und Forstwirtschaft, Umwelt und Wasserwirtschaft. Agrana Zucker, de 28 de julio de 2011, as. C-309/10, y Artegodan GmbH c. Comisión Europea - Republica Federal de Alemania, de 19 de abril de 2012, as. C-221/10.

				

				
					4	 En lo que aquí interesa destacar, al respecto el artículo 1 TUE establece: “Por el presente Tratado, las ALTAS PARTES CONTRATANTES constituyen entre sí una UNIÓN EUROPEA, en lo sucesivo denominada «Unión», a la que los Estados miembros atribuyen competencias para alcanzar sus objetivos comunes…”; el artículo 5 TUE establece:  “1. La delimitación de las competencias de la Unión se rige por el principio de atribución. El ejercicio de las competencias de la Unión se rige por los principios de subsidiariedad y proporcionalidad. 2. En virtud del principio de atribución, la Unión actúa dentro de los límites de las competencias que le atribuyen los Estados miembros en los Tratados para lograr los objetivos que éstos determinan. Toda competencia no atribuida a la Unión en los Tratados corresponde a los Estados miembros. 3. En virtud del principio de subsidiariedad, en los ámbitos que no sean de su competencia exclusiva, la Unión intervendrá sólo en caso de que, y en la medida en que, los objetivos de la acción pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente por los Estados miembros, ni a nivel central ni a nivel regional y local, sino que puedan alcanzarse mejor, debido a la dimensión o a los efectos de la acción pretendida, a escala de la Unión… 4. En virtud del principio de proporcionalidad, el contenido y la forma de la acción de la Unión no excederán de lo necesario para alcanzar los objetivos de los Tratados…; el artículo 13 TUE establece: “…Cada institución actuará dentro de los límites de las atribuciones que le confieren los Tratados, con arreglo a los procedimientos, condiciones y fines establecidos en los mismos. Las instituciones mantendrán entre sí una cooperación leal”; por su parte, el artículo artículo 7 TFUE establece: “La Unión velará por la coherencia entre sus diferentes políticas y acciones, teniendo en cuenta el conjunto de sus objetivos y observando el principio de atribución de competencias”.

				

				
					5	 Complementando el ya citado artículo 5 TUE, el artículo 4 TUE previamente establece, en lo que interesa resaltar, lo siguiente: “1. La Unión dispondrá de competencia compartida con los Estados miembros cuando los Tratados le atribuyan una competencia…”. Se puede afirmar que los Estados miembros pueden actuar en todo aquello no asignado a la Unión mediante los tratados constitutivos y sus modificaciones, y la Unión solamente puede actuar en lo que se le asigna, puesto que su personalidad jurídica se encuentra circunscripta al cumplimiento de sus objetivos y a las correspondientes competencias atribuidas al efecto. No obstante lo expresado, queda fuera de esta afirmación lo referente a las denominadas competencias implicítas propias de las organizaciones internacionales, puesto que se entiende que ellas se vinculan directamente a los objetivos y a las competencias expresamente atribuidas. 

				

				
					6	 A los mencionados artículos 4 y 5 TUE se añaden las Declaraciones 18 y 24 anejas al Acta Final del Tratado de Lisboa. Respecto al aspecto tratado resultan ilustrativas las sentencias del Tribunal Constitucional Federal de Alemania, de 12 de octubre de 1993,  con relación a la constitucionalidad del Tratado de Maastricht, y de 30 de junio de 2009, con relación al Acta Final del Tratado de Lisboa, rechazando la posibilidad que la Unión Europea determine sus propias competencias (lo que en el lenguaje jurídico alemán recibe el nombre de Kompetenz-Kompetenz). 

				

				
					7	 De acuerdo a lo establecido por el artículo 2 TFUE, que incorpora por primera vez en el derecho de integración originario de la Unión Europea una tipología de competencias, las competencias pueden ser exclusivas, en las cuales la Unión Europea puede legislar y adoptar actos jurídicos o normas vinculantes, pudiendo en consecuencia los Estados miembros actuar solamente si son facultados por aquella; compartidas o concurrentes, en las cuales tanto la Unión Europea como los Estados miembros pueden legislar y adoptar actos jurídicos o normas, pero en las que los Estados miembros pueden actuar únicamente si la Unión Europea no ejerce sus competencias y en la medida en que no lo haga o haya decidido no hacerlo -si la Unión Europea efectiviza sus competencias desplaza a los Estados miembros de su ejercicio-; de apoyo, coordinación o complemento, y otras, en las cuales la actuación de la Unión Europea es solamente complementaria respecto a la de los Estados miembros.

				

				
					8	 Los artículos 1, 4 y 5 TUE y los artículos 2, 3, 4, 5 y 6 TFUE, reafirman que las competencias son atribuidas por los Estados miembros de manera expresa, lo que tiene correlato con los preceptos concretos en los cuales fundar las mismas y los procedimientos para hacer efectivas las actuaciones, lo que se denomina base jurídica caso por caso. Si bien el carácter expreso de la atribución de competencias determina y limitada las mismas a lo establecido en los tratados constitutivos, tanto la práctica general en materia de organizaciones internacionales, como la práctica específica de la Unión Europea, permiten a afirmar que el ejercicio de ellas debe ser interpretado de manera flexible, en orden a no limitar el mismo exclusivamente a lo que surge de la literalidad de los textos normativos, sino también a lo que resulta deducible de los mismos y haya sido desarrollado y reconocido en la práctica; sobre este punto y sobre el alcance de la personalidad jurídica de las organizaciones internacionales y su naturaleza funcional, por su relevancia puede verse la Opinión Consultiva sobre Reparación de daños sufridos al Servicio de las Naciones Unidas, de 11 de abril de 1949 -C.I.J., Rec. 1949: 178-, de la Corte Internacional de Justicia.

				

				
					9	 El artículo 3.6 TUE establece: “La Unión perseguirá sus objetivos por los medios apropiados, de acuerdo con las competencias que se le atribuyen en los Tratados”. 

				

				
					10	 Lo expresado precedentemente opera salvo que se hayan formulado las correspondientes reservas a los instrumentos jurídicos del derecho originario, siempre en aspectos permitidos por el mismo, y en los momentos y de acuerdo a los procedimientos establecidos al efecto, para lo que resulta de aplicación la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, artículos 19 a 23 inclusive. 

				

				
					11	 El artículo 47 TUE establece: “La Unión tiene personalidad jurídica”. La consagrada personalidad jurídica internacional era anteriormente reconocida a las distintas Comunidades a partir de los tratados constitutivos de las mismas.

				

				
					12	 Al respecto puede citarse a A. MANGAS MARTÍN, en MANGAS MARTÍN, A. - LIÑAN NOGUERAS. D.: Instituciones y derecho de la Unión Europea, Editorial Tecnos, 2012, Madrid, España, pág. 47 y sig.

				

				
					13	 EL Preámbulo del Tratado de Constitutivo de la Comunidad Económica Europea del año 1957 -Tratado de Roma-, establecía: “…RESUELTOS a sentar las bases de una unión cada vez más estrecha entre los pueblos europeos, DECIDIDOS a asegurar, mediante una acción común, el progreso económico y social de sus respectivos países, eliminando las barreras que dividen Europa, FIJANDO como fin esencial de sus esfuerzos la constante mejora de las condiciones de vida y de trabajo de sus pueblos, RECONOCIENDO que la eliminación de los obstáculos existentes exige una acción concertada para garantizar un desarrollo económico estable, un intercambio comercial equilibrado y una competencia leal, PREOCUPADOS por reforzar la unidad de sus economías y asegurar su desarrollo armonioso, reduciendo las diferencias entre las diversas regiones y el retraso de las menos favorecidas, DESEOSOS de contribuir, mediante una política comercial común, a la progresiva supresión de las restricciones a los intercambios internacionales, PRETENDIENDO reforzar la solidaridad de Europa con los países de Ultramar y deseando asegurar el desarrollo de su prosperidad, de conformidad con los principios de la Carta de las Naciones Unidas, RESUELTOS a consolidar, mediante la constitución de este conjunto de recursos, la defensa de la paz y la libertad e invitando a los demás pueblos de Europa que participan de dicho ideal a asociarse a su esfuerzo, DECIDIDOS a promover el desarrollo del nivel de conocimiento más elevado posible para sus pueblos mediante un amplio acceso a la educación y mediante su continua actualización…”.

				

				
					14	 Derecho de retirada contemplado de manera expresa en el artículo 50 TUE, que es conforme al derecho internacional clásico y que de acuerdo a lo consagrado por el artículo 56 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados debe admitirse cuando esté expresamente permitido en el cuerpo de los tratados, o cuando ello se deduzca de la intensión de los partes o de la naturaleza misma de los tratados. 

				

				
					15	 Sobre al alcance y contenido de la noción supranacionalidad, se entiende que criterios básicos de la misma son los fijados por P. REUTER, consistentes en la independencia de las instituciones comunes respecto a los Estados que las integran, en la transferencia de competencias a las instituciones comunes, y en las relaciones inmediatas entre las estas instituciones comunes y los particulares de los Estados. No obstante lo expresado, existen diversas opiniones sobre doctrinarias al respecto, pudiéndose hacer referencia, entre otros trabajos, a DIAS TEIXEIRA, A.: A natureza das Comunidades Europeias, Edições Almedina, 1993, Lisboa, Portugal, pág. 188 y sig. 

				

				
					16	 En el marco del presente trabajo se hace referencia al sistema de mayorías como regla general de actuación en el ámbito del proceso de integración de la Unión Europea, ello sin dejar de advertir la existencia de sectores de actuación donde las decisiones comunes se adoptan por unanimidad y en los cuales los Estados miembros conservan derechos individuales de veto, por ejemplo, en materia de Política Exterior y de Seguridad Común.

				

				
					17	 Cabe señalar que en el marco del presente trabajo los términos cesión, transferencia y delegación de competencias son utilizados como sinónimos e implicando siempre la posibilidad de recuperación de las competencias por parte de los Estados integrados, entendiendo que ellos conservan su titularidad; lo expresado resulta aplicable tanto para organizaciones de carácter supranacional como para organizaciones de carácter intergubernamental, y para el ámbito de la Unión Europea y el ámbito del MERCOSUR. No obstante lo expresado, se advierte que en doctrina se establecen diferencias entre los aludidos términos, vinculándose los dos primeros a la irreversibilidad de las competencias, aunque las posiciones doctrinarias no resultan coincidentes.

				

				
					18	 Se entiende que el derecho de la Unión Europea constituye una parte de una categoría jurídica más amplia compuesta por el derecho de integración, de allí la utilización de la expresión derecho de integración de la Unión Europea en el marco del presente trabajo. Categoría jurídica comprensiva de lo que en el trabajo se denomina derecho de integración del MERCOSUR, y dentro de la cual el derecho de la Unión Europea constituye la expresión más desarrollada o acabada del derecho de integración, poseyendo rasgos característicos diferenciadores que giran en torno al reconocimiento y alcance de su primacía, su aplicación directa o inmediata y su efecto directo, aspectos abordados en apartados posteriores. Atento a esto ultimo, se entiende que no cabe la equiparación entre el derecho del MERCOSUR y el derecho de la Union Europea, y que tampoco cabe referirse al derecho del MERCOSUR como derecho comunitario -todo ello pese a la presencia de comunes denominadores que fundamentan la utilización de la noción derecho de integración y que son objeto de tratamiento en el desarrollo de la investigación, entre ellos, la regulación de espacios integrados, la aplicacion preferente de la normativa común, el ejercicio conjunto de competencias, el rol de las particulares en tanto sujetos del derecho común y la vocación de efecto directo de sus normas. A favor de lo aquí afirmado, entre otros, S. GUERRA, en GUERRA, S. (Coord.): Tratado de Direito Internacional Público, 2008, Freitas Bastos Editora, Rio de Janeiro, Brasil, pág. 276; R. BASALDÚA, en BASALDÚA R.: MERCOSUR y derecho de la integración, 1999, Editora Abeledo-Perrot, Buenos Aires, Argentina; A. MARTÍNEZ PUÑAL, en MARTÍNEZ PUÑAL, A.: La solución de controversias en el Mercado Común del Sur (MERCOSUR), estudios de sus mecanismos, Tórculo Edicións, 2000, Santiago de Compostela, España, pág. 58; VENTURA, D.: A orden jurídica do MERCOSUL, Livraria do Advogado Editora, 1996, Porto Alegre, Brasil, pág. 125; RUÍZ DÍAZ LABRANO, R.: MERCOSUR, integración y derecho, Ciudad Argentina - Intercontinental Editora, 1998, Buenos Aires, Argentina, pág 68 y sig.; H. ARBUET-VIGNALI, en ARBUET-VIGNALI, H.: “Reflexiones políticas, jurídicas y epistemológicas sobre el MERCOSUR”, en Economía Globalizada y MERCOSUR, Ediciones Ciudad Argentina, 1999, Buenos Aires, Argentina, pág. 37.

				

				
					19	 Sobre el aspecto tratado, un estudio profundo sobre la autonomía del derecho de integración de la Unión Europea, puede verse, entre otros, en BARENTS, R.: The Autonomy of Community Law, Ed. Kluwer Law International, 2004, The Hague, The Netherlands. 

				

				
					20	  Sobre el aspecto precedetemente aludido, puede afirmarse que el derecho de integración de la Unión Europea se impone a los Estados miembros con mayor intensidad y efectividad que el derecho internacional; en coincidencia con lo aquí señalado puede verse ANDRADE PISSARRA, N. - CHABERT, S.: Normas de Aplicacao Imediata, Ordem Pública Internacional e Direito Comunitário, Edições Almedina, 2004, Lisboa, Portugal.

				

				
					21	 En vinculación con lo señalado ut supra, puede afirmarse que las normas del derecho de integración de la Unión Europea no son ajenas a los derechos internos de los Estados miembros, puesto que como se analiza con posterioridad, se encuentran integradas desde el primer momento de su existencia a ellos.

				

				
					22	 El Tribunal de Justicia de la Unión Europea reafirmó posteriormente la autonomía del derecho de integración de la Unión Europea en jurisprudencia constante, pudiéndose destacar, entre otros pronunciamientos, la sentencia Internationale Handelsgessellschaft, de 17 de septiembre de 1970, as. 11/70, el Dictamen TJCE 1/91, de 14 de diciembre de 1991 sobre el Proyecto de Acuerdo entre la Comunidad, por una parte, y los países de la Asociación Europea de Libre Comercio, por otra parte, sobre la creación del Espacio Económico Europeo, y el Dictamen TJCE 1/92, de 10 de diciembre de 1992, sobre el Proyecto de Acuerdo entre la Comunidad, por una parte, y los países de la Asociación Europea de Libre Comercio, por otra parte, sobre la creación del Espacio Económico Europeo.

				

				
					23	 Lo expresado por el máximo tribunal europeo se vincula a la faceta positiva del principio de reciprocidad o a la reciprocidad en sentido positivo, lo que es objeto de tratamiento posterior en el marco del presente trabajo.

				

				
					24	 Con relación a la naturaleza jurídica del derecho de integración de la Unión Europea y al protagonismo de los particulares, parte de la doctrina especializada hace referencia a una transformación por la que este derecho pasa de ser pasa un orden jurídico internacional a un orden jurídico constitucional. Esta tesis, denominada de la transformación, asume la idea que la Unión Europea evolucionó desde una relación jurídica que vinculaba a Estados con Estados, hacia un orden jurídico integrado que confiere derechos y obligaciones a los particulares, y que la labor del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, especialmente en materia de efecto directo y primacía, implicó verdaderas modificaciones de facto respecto a la situación original. En este sentido se expresa P. CRAIG, en CRAIG, P.: “Constituciones, Constitucionalismo y la Unión Europea”, en La encrucijada constitucional de la Unión Europea, Editorial Civitas S.A. - Colegio Libre de Eméritos, 2002, Madrid, España, pág. 229 y sig.

				

				
					25	 El Tribunal de Justicia de la Unión Europea a partir de la sentencia analizada para referirse al derecho de integración de la Unión Europea utiliza la terminología nuevo orden jurídico, sin referencia alguna al derecho internacional.

				

				
					26	 Cuestiones Prejudiciales contempladas en el artículo 267 TFUE, por las que los jueces o tribunales nacionales pueden o deben, según los supuestos, plantear al Tribunal de Justicia de la Unión Europea cuestiones relativas a la interpretación y validez del derecho de integración regional. Este mecanismo fue y es utilizado asiduamente por los órganos jurisdiccionales internos frente a situaciones de posible conflicto entre los derechos nacionales y el derecho común y contribuye a la aplicación uniforme del este último en el territorio de los Estados miembros. Lo aquí afirmado, describe uno de los rasgos característicos del sistema judicial de la Unión Europea, consistente en la existencia de un conjunto jurisdiccional amplio que engloba a las jurisdicciones de los Estados miembros y al Tribunal de Justicia de la Unión Europea, o en otros términos, en la actuación de los jueces o tribunales nacionales -cualquiera sea su nivel jerárquico dentro de las pirámides judiciales de sus respectivos Estados- como jueces o tribunales comunes, al ser ellos los encargados de aplicar el derecho de integración en sus respectivos ámbitos competenciales; jueces o tribunales nacionales que son a la vez jueces o tribunales naturales del derecho de integración y como tales actúan en este ámbito bajo los lineamientos y orientaciones fijadas por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, intérprete último de la normativa común. El sistema reposa en un reparto de competencias entre las jurisdicciones nacionales y el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, bajo la garantía de unidad que representa el sistema de actuación de este último. Si se parte de la base de que el mayor porcentaje del derecho de integración es desarrollado y ejecutado de manera descentralizada -donde adquieren relevancia los órganos jurisdiccionales nacionales-, se tornaba necesario fijar un criterio de armonización a través de la actuación del máximo tribunal común, evitando de esta forma posibles divergencias entre los jueces o tribunales nacionales; las normas comunes pasan a ser también interpretadas y aplicadas de la misma manera en todos los Estados miembros. Un estudio amplio y profundo sobre este sobre el tema puede verse en ALONSO GARCÍA, R.: El juez español y el derecho comunitario, Ed. Tirant Lo Blanch, 2003, Madrid, España.

				

				
					27	 En lo vinculado a la referida complementariedad, pueden citarse, entre otros pronunciamientos, la sentencia International Fruit Company Europeo, de 15 de diciembre de1971, as. 51/71, 52/71, 53/71 y 54/71, la sentencia Rewe-Zentralfinanzt Eg Et Rewe-Zentral Ag c. Landwirtschaftskammer Für Das Saarland, de 16 de diciembre de 1976, as. 33/76, la sentencia Comet, de 16 de diciembre de 1976, as. 45/76, la sentencia Manfredi y otros, de 13 de julio de  2006, as. C-295/04 a C-298/04, y la sentencia ET Agrokonsulting-04-Velko Stoyanov e Izpalnitelen direktor na Darzhaven fond «Zemedelie» – Razplashtatelna agentsia, de 27 de junio de 2013, as. C-93/12. 

				

				
					28	 Si bien la referida obligación de colaboración y asistencia adquiere formalmente carácter bidireccional a partir del Tratado del Lisboa, ya con anterioridad el Tribunal de Justicia de la Unión Europea había hecho lugar a este carácter recíproco en su jurisprudencia, pudiéndose citar, entre otros pronunciamientos, la sentencia Luxemburgo c. Parlamento Europeo, de 10 de febrero de 1983, as. 230/81.

				

				
					29	 El artículo 4.3 TUE establece: “…Conforme al principio de cooperación leal, la Unión y los Estados miembros se respetarán y asistirán mutuamente en el cumplimiento de las misiones derivadas de los Tratados. Los Estados miembros adoptarán todas las medidas generales o particulares para asegurar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de los Tratados o resultantes de los actos de las instituciones de la Unión. Los Estados miembros ayudarán a la Unión en el cumplimiento de su misión y se abstendrán de toda medida que puedan poner en peligro la consecución de los objetivos de la Unión”. Cabe señalar que el aludido principio no deja de ser una extensión o manifestación del artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derechos de los Tratados, a partir del cual, según lo afirmado por la Corte Permanente Internacional de Justicia, “…un Estado que ha contraído válidamente obligaciones internacionales está obligado a introducir en su legislación las modificaciones necesarias para asegurar la ejecución de los compromisos asumidos”, Opinion Consultiva sobre Intercambio de poblaciones griegas y turcas, de 21 de febrero de 1925.  

				

				
					30	 Entre los pronunciamientos del Tribunal de Justicia de la Unión Europea vinculados al principio de cooperación leal pueden destacarse: la sentencia Costa c. ENEL, de 15 de julio de 1964, as. 6/64, y entre pronunciamientos más recientes, la sentencia Comisión c. Luxemburgo, de 2 de junio de 2005, as. C-539/09, la sentencia Comisión c. Alemania, de 14 de julio de 2005, as. C-433/03, la sentencia Comisión c. Suecia, de 20 de abril de 2010, as. C-246/07, la sentencia Comisión c. Italia, de 8 de julio de 2010, as. C-334/08, y la sentencia Comisión c. Alemania, de 15 de noviembre de 2011, as. C-539/09.

				

				
					31	 Artículo 5 TUE, ya referenciado.

				

				
					32	 Principio de subsidiariedad sujeto a un doble control, previo y posterior, de los Parlamentos o Poderes Legislativos nacionales en virtud de lo establecido por el Protocolo 1 sobre el cometido de los Parlamentos Nacionales de la Unión Europea, y por el Protocolo 2 sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad, ambos vinculados al Tratado de Lisboa.

				

				
					33	 Artículos 4 y 5 TUE, ya referenciados, y artículo 296 TFUE, que establece: “Cuando los Tratados no establezcan el tipo de acto que deba adoptarse, las instituciones decidirán en cada caso conforme a los procedimientos aplicables y al principio de proporcionalidad…”.

				

				
					34	 Con relación a la importancia de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea en orden a la consolidación del proceso de integración, puede verse, entre otros trabajos, CALCEGLIA, I.: Integración: El Desafío de las Instituciones. Reflexiones sobre el Tribunal Supranacional, el activismo judicial y el déficit democrático. Proyecciones y aplicabilidad para MERCOSUR, Editorial La Ley, 1998, Buenos Aires, Argentina.

				

				
					35	 Con relación a los referidos principios, parte de la doctrina especializada señala la existencia de cierta circularidad en el razonamiento del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Dicha afirmación encuentra fundamento en que al inicio de su actuación las nociones de efecto directo y la primacía fueron proclamadas sobre la base de la originalidad de los tratados constitutivos respecto a los tratados internacionales clásicos, mientras que posteriormente el derecho de integración de la Unión Europea fue considerado diferente justamente por contar con estas dos notas características. En línea con lo afirmado se expresa B. DE WITTE, en DE WITTE, B.: “Direct Effect, Supremacy and the Nature of the Legal Order”, in Oxford University Press, 1999, Oxford, United Kingdom, pág. 177 y sig.

				

				
					36	 En el supuesto concreto que da lugar a la sentencia, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea afirma que la preeminencia del derecho común viene confirmada por lo dispuesto en el actual artículo 288 TFUE, según el cual  se otorga valor obligatorio al derecho de integración derivado. Para el caso de los Reglamentos señala que los mismos no tendrían ningún alcance si pudieran unilateralmente anularse sus efectos por actos legislativos oponibles de cada uno de los Estados miembros. 

				

				
					37	 En la misma línea de razonamiento, entre otros pronunciamientos, pueden destacarse: la sentencia Walt Wilhelm, de 13 de febrero de 1969, as. 14/68, la sentencia Comisión c. Italia, de 13 de julio de 1972, as. 48/71, la sentencia Comisión c. Bélgica, de 6 de mayo de 1980, as. 102/79, y la sentencia Comisión c. Bélgica, de 17 de diciembre de 1980, as. 149/79.

				

				
					38	 La postura del Tribunal de Justicia de la Unión Europea es clara respecto al alcance del principio de primacía, incluso respecto de los derechos constitucionales de cada uno de los Estados miembros, afirmando en la sentencia de referencia que “...al derecho nacido del Tratado, surgido de una fuente autónoma, por su propia naturaleza no se le puede oponer ninguna norma del derecho nacional, sin perder su carácter comunitario y sin que se cuestione el fundamento jurídico de la Comunidad misma… la alegación de los derechos fundamentales, tal como están formulados en la Constitución de un Estado miembro, o de los principios de una estructura constitucional nacional, no puede afectar la validez de un acto de la Comunidad o a su efecto en el territorio de dicho Estado…”. En otros términos, si bien los textos constitucionales constituyen la máxima referencia de cada uno de los Estados miembros en el ámbito de sus jurisdicciones para todas aquellas competencias soberanas conservadas por ellos, no ocurre lo mismo para las competencias atribuidas a la Unión Europea, donde ya no cabría hablar de jerarquías normativas internas, sino de primacía y de la consecuente aplicación preferente del derecho de integración en tanto norma especial, ello mientros las competencias soberanas no sean recobradas por los Estados miembros mediante la modificación o denuncia de los tratados originarios de acuerdo a los procedimientos fijados al efecto. No obstante lo expresado, cabe mencionar que el aludido alcance del principio de primacía no resulta unánimemente reconocido por las máximas autoridades judiciales de los Estados miembros, resultando ilustrativas al respecto tanto la sentencia del Tribunal Constitucional Federal de Alemania, de 30 de junio de 2009, con relación al Acta Final de la Conferencia Intergubernamental (CIG) de Lisboa, como la sentencia del Tribunal Constitucional de Polonia, de 11 de mayo de 2005, con motivo de la ratificación de su Tratado de Adhesión a la Unión Europea.

				

				
					39	 El Tribunal de Justicia de la Unión Europea opone a la tesis internacionalista una tesis propia, conforme a la cual no corresponde a los derechos internos sino al propio derecho de integración la regulación de las relaciones entre ordenamientos jurídicos, lo que hace mediante la atribución de preferencia a sus normas en orden a garantizar la eficacia de las mismas. 

				

				
					40	 No obstante lo afirmado y como se analiza en oportunidad de tratar lo vinculado a las Directivas, por aplicación y exigencia del principio de seguridad jurídica, lo expuesto queda afectada en la práctica, a partir de la sentencia Comisión c. Francia, de 4 de abril de 1974, as. 167/73. Sobre la base de este pronunciamiento, si bien la aplicación del principio de primacía del ordenamiento jurídico común sobre los derechos internos no implica la derogación de las normas internas incompatibles, por exigencia del citado principio de seguridad jurídica estas normas deberán ser derogadas según lo dispuesto por los sistemas jurídicos nacionales de cada uno de los Estados miembros en aquellos supuestos en que las mismas no tengan aplicación fuera del ámbito de la integración, o modificadas en aquellos supuestos en que sí posean aplicación fuera de este ámbito, ello en orden a otorgar la correspondiente certeza a los sujetos del derecho de integración. En la misma línea jurisprudencial cabe citar, entre otros pronunciamientos, a la sentencia ICI, de 16 de julio de 1998, as. C-264/96.

				

				
					41	 Una parte minoritaria de la doctrina sostiene una posición contraria a lo afirmado ut supra, fundamentando el principio de primacía del derecho de integración de la Unión Europea a partir de la superioridad jerárquica del mismo respecto a los ordenamientos jurídicos nacionales, posición doctrinal que no es compartida con fundamento en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. A favor de la posición comentada puede citarse a M. MATA SIERRA, en MATA SIERRA, M.: El efecto directo de las Directivas en la jurisprudencia comunitaria y española,  Editorial Tecnos, 1994, Madrid, España, pág. 13 y sig.

				

				
					42	 Desde el prisma de la jerarquía normativa interna fijada por los ordenamientos jurídicos nacionales, el derecho internacional solamente forma parte de ellos sobre la base de lo dispuesto por los mismos derechos internos, los que determinan tanto la forma de incorporación como la ubicación jerárquica dentro de la normativa interna. Esta diferencia es abordada con claridad por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en oportunidad de emitir su Dictamen 1/91, de 14 de diciembre de 1991, sobre el Proyecto de Acuerdo entre la Comunidad, por una parte, y los países de la Asociación Europea de Libre Comercio, por otra parte, sobre la creación del Espacio Económico Europeo.

				

				
					43	 En el ámbito del derecho internacional, la ya aludida Convención de Viena sobre el Derecho de la Tratados, establece al respecto en su artículo 26, bajo el título “Pacta sunt servanda”, que “Todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe”, y en su artículo 27, bajo el título “El derecho interno y la observancia de los tratados”, que “Una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado...”. 

				

				
					44	 En esta línea de pensamiento se expresa, entre otros, R. ALONSO GARCÍA, en ALONSO GARCÍA, R.: Sistema Jurídico de la Unión Europea, Editorial Civitas, Cizur Menor, España, 2014, pág. 331 y sig.

				

				
					45	 Lo expresado precedentemente importa que los jueces o tribunales y demás autoridades nacionales deben aplicar el derecho común y no las normas nacionales incompatibles sin esperar la depuración de las mismas, ya se trate tanto de depuraciones formales como materiales, lo que a su vez se traduce en una especie de control difuso de la compatibilidad de las normas nacionales con el derecho de integración. Esta posición del Tribunal de Justicia de la Unión Europea es reiterada posteriormente en jurisprudencia constante, a título ilustrativo cabe citar la sentencia Ford España c. Estado Español, de 11 de julio de 1989, as. 170/88 y la sentencia INCOGE, de 22 de octubre de 1998, as. C-10 a 22/97, por las que el máximo tribunal expresa que las depuraciones corresponden a los sistemas jurisdiccionales nacionales de acuerdo a sus respectivos procedimientos, y que producidas, su eficacia adquiere carácter erga omnes; en la misma línea se expresan la sentencia Kutz-Bauer, de 20 de marzo de 2003, as. C-187/00, las sentencias Berlusconi y otros, de 19 de noviembre de 2009, as. C-387/02, C-391/02 y C-403/02, la sentencia Filipiak, de 19 de noviembre de 2009, as. C-341/08, las sentencias Aziz Melki y Sélim Abdeli, de 22 de junio de 2010, as. C-188/10 y as. C-189/10, y la sentencia Kükükdeveci, de 19 de enero de 2010, as. C-555/07.

				

				
					46	 El Tribunal de Justica de la Unión Europea efectúa una extensión de lo expresado a las demás autoridades de los Estados miembros, entre otros pronunciamientos, en las siguientes sentencias que se destacan: la sentencia Fratelli Costanzo Spa c. Comune Di Milano, de 22 de junio de 1989, as. 103/88 -primera en que se aborda el aspecto tratado de manera frontal-, la sentencia FuB, 25 de noviembre de  2010, as. C-429/09, y la sentencia ANAFE, de 14 de junio de 2012, C-606/10. El referido poder de aplicación del derecho común y de inaplicación de los derechos internos genera dudas y objeciones en parte de la doctrina especializada principalmente porque las autoridades administrativas carecen por lo general de facultades de reenvío, lo que las priva de la garantía que otorga la posibilidad de intervención del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Un reciente e interesante análisis sobre la vigencia de la primera sentencia aludida precedentemente, pero también sobre el alcance y los problemas que sucita la obligación de aplicación del derecho común por parte de los administraciones públicas o los órganos ejecutivos, puede verse en COBREROS MENDAZONA, E.: “La aplicación del principio de primacía del Derecho de la Unión Europea por la Administración”, en R.V.A.P., nro. 103, Septiembre-Diciembre 2015, pp. 171-207.

				

				
					47	 El Tribunal de Justica de la Unión Europea apoya lo afirmado a través de su jurisprudencia constante, entre numerosas sentencias se puede citar lo afirmado en su sentencia San Michele, de 22 de julio de 1965, as. 9/65, en la cual el máximo tribunal rechazando toda concepción dualista respecto del derecho de integración de la Unión Europea expresa: “…El Tribunal considera que la recepción no produce el efecto de transformar dichos tratados y éstos deben ser aplicados por el juez interno en tanto que Derecho comunitario y no como Derecho nacional…”. 

				

				
					48	 En el caso que da lugar a la citada sentencia Costa c. ENEL, de 15 de julio de 1964, as. 6/64, esta había sido la posición fijada por la Corte Constitucional de Italia, la sucesión temporal de leyes a partir de la máxima lex posterior derogat priori.

				

				
					49	 A. MANGAS MARTÍN, en MANGAS MARTÍN, A. - LIÑAN NOGUERAS, D.: Instituciones y derecho de la Unión Europea, Editorial Tecnos, Madrid, España, 2012, pág. 412.

				

				
					50	 Silencios en los tratados constitutivos que parecieran haber estado originados en cierta falta de previsión respecto de la dinámica de la integración y de sus efectos, pero también responder a la intensión de haber procurado evitar un rechazo frontal de los Estados miembros en los orígenes de la andadura común. 

				

				
					51	 Un estudio profundo sobre la interpretación jurídica en el ámbito del derecho internacional y del derecho de integración puede verse en ACOSTA ESTÉVEZ, J. - ESPALIAT LARSON, A.: La interpretación en el derecho internacional público y en el derecho comunitario europeo, Promociones y Publicaciones Universitarias S.A., 1990, Barcelona, España.

				

				
					52	 J. PUENTE EGIDO, en PUENTE EGIDO, J.: Lecciones de Derecho Internacional Público (Vol. II), Editorial EDISOFER S.L., 1999, Madrid, España, pág. 180. En otros términos, en lo referente a los particulares el efecto directo implica la posibilidad de invocar frente a las autoridades de los Estados miembros, en su favor y para la regulación de sus relaciones jurídicas concretas, el contenido material de disposiciones precisas e incondicionales de las mismas, y la correlativa obligación las autoridades nacionales de aplicar dichas normas comunes descartando o no aplicando normas de los derechos internos incompatibles, esto en vinculación con el principio de primacía del derecho de integración de la Unión Europea.

				

				
					53	 Lo afirmado en cuanto al efecto normativo de las disposiciones del derecho común constituye uno de los principales argumentos utilizados por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea para el desarrollo jurisprudencial relativo al efecto directo de las Directivas, pese a estar ellas dirigidas a priori a los Estados miembros en tanto sujetos obligados, aspecto tratado con posterioridad en el marco del presente trabajo.

				

				
					54	 Un estudio profundo sobre el tema aludido ut supra puede verse en PRINSSEN, J. - SCHAUEWN, A.: Direct Efect, Europa Law Publishing, 2004, Amstendam, The Netherlands.

				

				
					55	 La posición del Tribunal de Justicia de la Unión Europea resultó contraria a la oposición de tres Estados miembros intervinientes en el proceso -Alemania, Bélgica y Países Bajos, la mitad de los entonces miembros de la actual Unión Europea-, y de las Conclusiones del Abogado General ROEMER, quienes sostuvieron la tesis consistente en que la ausencia de mención de los particulares en el precepto del tratado constitutivo en cuestión revelaba la inequívoca intención de las partes contratantes de no conferirle a la norma común efecto directo, a partir de defender una posición clásica de derecho internacional reflejada en los argumentos de los Estados miembros, los que sostuvieron que “...en lo que se refiere a las condiciones necesarias para la aplicación directa del artículo 12, el Tratado no se distingue de un tratado internacional standard”. Por el contrario, la posición de la Comisión Europea resultó coincidente con la sostenida por el máximo tribunal.

				

				
					56	 Como se analiza con posterioridad en el marco del presente trabajo, luego el máximo tribunal rompería con esta presunción también para el ámbito de los tratados internacionales celebrados por la actual Unión Europea con terceros Estados, lo que resulta relevante para la tesis aquí sostenida. Por otra parte y más allá de lo expresado, es de hacer notar que tal presunción en el ámbito del derecho internacional fue matizándose paulatinamente a partir del desarrollo del derecho internacional de los Derechos Humanos y de la consagración de la subjetividad internacional de los particulares, personas físicas o jurídicas, lo que incluye la legitimación activa para el reclamo de los derechos otorgados, pudiéndose afirmar que actualmente las personas particulares son beneficiarias directas e inmediatas de muchas normas jurídicas internacionales, lo que a su vez se asocia en términos generales a posiciones monistas al momento de concebir y regular las relaciones entre el derecho internacional y los derechos nacionales. Al respecto pueden verse, entre otros trabajos, SCHEININ, M.: “International human rights in national law”, en An Introduction to the International Protection of Human Rights, Institute for Human Rights Abo Akademi University, 1999, Turku Abo, Finland, pág. 426 y sig.; PASTOR RIDRUEJO, J.: Curso de Derecho Internacional Público y Organizaciones Internacionales, Editorial Tecnos, 2001, Madrid, España, pág. 187 y sig.; GONZALEZ CAMPOS, J. - SANCHEZ RODRIGUEZ, L. - SAENZ DE SANTA MARIA, P.: Curso de Derecho Internacional Público, Editorial Thomson-Civitas, 2003, Madrid, España, pág. 79; EVANS, M.: International Law, 2006, Oxford University Press, Oxford, United Kingdom, pág. 312 y sig.; SILVA CUNHA MOREIRA, J. - VALE PEREIRA, M. A.: Manual de Direito Internacional Público, Edições Almedina, 2004, Lisboa, Portugal, pág. 100 y sig. 

				

				
					57	 De conformidad a la postura imperante en el derecho internacional clásico, los tratados internacionales constituyen compromisos entre los Estados, por lo que su efecto se limita a obligar solamente a ellos; posteriormente la plena eficacia requiere en la mayoría de los casos la inserción y el desarrollo de las disposiciones de los tratados en los derechos internos quienes determinan en qué medida y mediante qué métodos tales disposiciones pueden llegar a producir efectos en el ámbito interno de cada uno de los Estados Partes y respecto de sus particulares, lo que no depende ya del derecho internacional, que se limita a establecer mecanismos de reclamaciones interestatales vinculados a la responsabilidad internacional de los Estados en supuestos de incumplimiento. Lo sostenido lleva a afirmar que el derecho internacional público es fundamentalmente un derecho interestatal, cuyo objeto es la regulación de las relaciones entre Estados. Lo expresado se vincula con las distintas escuelas del derecho internacional, pudiéndose ver al respecto la obra de BAQUERO, E. - BAQUERO, P. - BAQUERO, H. - CARUBINI, D.: Tratado de Derecho Internacional Público profundizado, Ed. Marcos Lerner Editora Córdoba, 1996, Córdoba, Argentina, Tomo I.  

				

				
					58	 El Tribunal de Justicia de la Unión Europea destaca la importancia de este análisis caso por caso en diversos pronunciamientos, entre ellos, en la sentencia Casteels, de 10 de marzo de 2011, as. C-379/09, en la que niega la aptitud de una disposición de los tratados constitutivos para producir efecto directo (artículo 48 TFUE).

				

				
					59	 Como se analiza con posterioridad, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea pareciera aquí ya fijar postura con relación a que el efecto directo de las normas comunes no sería algo ajeno por completo a la naturaleza del derecho internacional, sino que se trataría de un aspecto vinculado a la finalidad y a la estructura de las normas en cuestión; en otros términos, lo determinante serían los objetivos del tratado en cuestión, los destinatarios del mismo y la aptitud material de las normas comunes para gozar de efecto directo. Lo expresado es retomado en apartados posteriores del presente trabajo.

				

				
					60	 Respecto a los particulares la sentencia analizada expresa textualmente que “…están llamados a colaborar por medio del Parlamento Europeo y del Comité Económico y Social, en el funcionamiento de la Comunidad…”, con lo que el Tribunal de Justicia de la Unión Europea confirma a los particulares como sujetos activos del derecho de integración y su rol para el avance del mismo, rol no limitado a su participación en la conformación de las instituciones comunes, sino explicito en otros aspectos, por ejemplo y en lo que a efectos del presente trabajo interesa, en la invocabilidad de la normativa común ante las autoridades nacionales en orden a la tutela de sus derechos; para el máximo tribunal del proceso de integración su mismo rol institucional implica un reconocimiento por parte de los Estados miembros de una autoridad susceptible de ser invocada por los particulares ante sus jurisdicciones a tal fin.

				

				
					61	 En la misma línea argumental, el máximo tribunal en la ya aludida sentencia Administration des Finances de l’ Etat c. Société Anonyme Simmenthal, de 9 de marzo de 1978, as. 106/77,expresó respecto a normas de los tratados constitutivos que “...estas disposiciones son una fuente inmediata de derechos y obligaciones para todos aquellos a quienes afectan, ya se trate de Estados miembros o de particulares que son parte en relaciones jurídicas que entran en el ámbito del derecho comunitario”.      

				

				
					62	 Por su importancia fundamental en el desenvolvimiento del ordenamiento jurídico de la Unión Europea, se traducen otros fragmentos de la sentencia analizada en su literalidad: “…El objetivo del Tratado CEE, que es el de establecer un mercado común cuyo funcionamiento afecta directamente a los justiciables de la Comunidad, implica que dicho Tratado constituye algo más que un Acuerdo, que sólo crea obligaciones recíprocas entre los Estados contratantes; que esta concepción está confirmada en el Preámbulo del Tratado, que, además de a los Gobiernos, se refiere a los pueblos, y lo hace, de forma más concreta, mediante la creación de órganos en los que se institucionalizan poderes soberanos cuyo ejercicio afecta tanto a los Estados miembros como a sus ciudadanos..., que, por esas razones, ha de llegarse a la conclusión de que la Comunidad constituye un nuevo ordenamiento jurídico de derecho internacional, a favor del cual los Estados miembros han limitado su soberanía, si bien en un ámbito restringido y cuyos sujetos son, no sólo los Estados miembros, sino también sus nacionales; que, en consecuencia, el derecho comunitario, autónomo respecto a la legislación de los Estados miembros, al igual que crea obligaciones a cargo de los particulares, está también destinado a generar derechos que se incorporan a su patrimonio jurídico; que esos derechos nacen, no sólo cuando el Tratado los atribuye de modo explícito, sino también en razón de obligaciones que el Tratado impone de manera perfectamente definida tanto a los particulares como a los Estados y a las Instituciones comunitarias”. 

				

				
					63	 Lo expresado ut supra encuentra fundamento en la concepción de que el proceso de integración europeo posee un carácter dual, implicando una unión de Estados y, a la vez, una unión de pueblos.

				

				
					64	 El Tribunal de Justicia de la Unión Europea advierte que de lo contrario quedaría suprimida toda protección jurisdiccional directa de los derechos individuales de los particulares, y estos recursos adolecerían de ineficacia si solamente pudieran tener lugar después de ejecuciones nacionales adoptadas en desconocimiento de las prescripciones del derecho de integración, lo que como se analiza con posterioridad resulta de aplicación en el ámbito del MERCOSUR.

				

				
					65	 En consonancia con lo afirmado, el máximo tribunal en su sentencia Molkerei-ZentraleWestfallen, de 3 de abril de 1968, as. 28/67, puso de manifiesto lo novedoso y distintivo de este sistema tutelar, al afirmar que “...la acción de un particular pretende la salvaguarda de los derechos individuales en un caso concreto, mientras que la intervención de las autoridades comunitarias tiene por objeto la observancia general y uniforme de la norma comunitaria..., que de esta manera queda de manifiesto que las garantías concedidas a los particulares, con arreglo al sistema del Tratado, para la salvaguarda de los derechos individuales y las atribuciones reconocidas a las Instituciones comunitarias en lo que se refiere al cumplimiento de sus obligaciones por parte de los Estados miembros, tienen por objeto fines y efectos diferentes y no pueden equipararse”. Asimismo, la aludida doble tutela es destacada por el Abogado General ROEMER en oportunidad de la sentencia Franz Grad c. Finanzamt Traunstein, de 6 de octubre de 1970, as. 9/70.

				

				
					66	 Cabe recordar que mas allá de las competencias expresamente atribuidas por los tratados constitutivos, como se adelantó el derecho de las organizaciones internaciones reconoce a las mismas, en términos generales, competencias implícitas en orden a ejercer sus funciones y a poder satisfacer los intereses comunes, aun cuando estas competencias no estén expresamente enunciadas en el derecho constitutivo de las organizaciones internacionales, y en tanto ellas se consideran una consecuencia necesaria de las competencias atribuidas formalmente; atento  a lo expresado, cabe establecer una vinculación entre las nociones de competencias implícitas y de efecto útil. Lo indicado posee amplio reconocimiento en la jurisprudencia internacional -pudiéndose citar a la Corte Internacional de Justicia en su Opinión Consultiva sobre Reparación de daños sufridos al Servicio de las Naciones Unidas, de 11 de abril de 1949-, además de haber sido esto invocado en múltiples oportunidades por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea recurriendo en el ámbito del proceso de integración al actual artículo 352 TFUE. Al respecto pueden verse, entre otros, los trabajos de ROUYER-HAMERAY, B.: Les competences implicites de Organisations Internationales, 1962, Librairie générale de droit et de jurisprudence, Paris, France, y de REUTER, P.: Instituciones Internacionales, 1959, Bosch Casa Editorial, Barcelona, España, pág. 262 y sig. 

				

				
					67	 R. ALONSO GARCÍA, en ALONSO GARCÍA, R.: Sistema Jurídico de la Unión Europea, Editorial Civitas, 2014, Cizur Menor, España, pág. 277.

				

				
					68	 Afirmación que encontraba respaldo siguiendo una interpretación, a contrario sensu, de lo dispuesto expresamente en los tratados constitutivos respecto a los Reglamentos.

				

				
					69	 A tal efecto y sobre el aspecto tratado, pueden citarse a título ilustrativo, la sentencia Lütticke c. Comisión, de 1 de marzo de 1966, as. 48/65, y la sentencia Salgoil, de 19 de diciembre de 1968, as. 13/68, entre otros pronunciamientos.

				

				
					70	 El Tribunal de Justicia de la Unión Europea tuvo oportunidad de afirmar el aludido alcance amplio del reconocimiento del efecto directo del derecho de integración originario de la Unión Europea en la sentencia Walrave, de 12 de diciembre de 1974, as. 36/74, y en la sentencia Defrenne I, de 8 de abril de 1976, as. 43/75, entre otros pronunciamientos.

				

				
					71	 Cabe señalar que la expresión self-executing es utilizada en el ámbito del derecho anglosajón, especialmente en los Estados Unidos de América donde tuvo su origen en el marco del derecho constitucional; sobre el alcance de esta noción en comparación con las nociones de aplicabilidad directa o inmediata y efecto directo, puede verse, entre otros trabajos, a T. OJANEN, en OJANEN, T.: “The changing concept of direct effect of European Community Law”, en European Review of Public Law, Volume 12, Esperia Publications Ltd., 2000, London, United Kingdom, pág. 1253 y sig.; sobre la aplicación de los tratados self-executing, puede verse, entre otros trabajos, a T. BUERGENTHAL, en T. BUERGENTHAL: “Self-Executing and Non-Self-Executing Treaties in National and International Law”, en Recueil des Cours Vol. 235 (1992-IV), pág. 303 y sig.  

				

				
					72	 En materia de Reglamentos resultan de referencia la sentencia Zuckerfabrik Watenstedt, de 11 de julio de 1968, as. 6/68, la sentencia Comisión c. Italia, de 7 de febrero de 1973, as. 33/72, y la sentencia Administration des Finances de l’ Etat c. Société Anonyme Simmenthal, de 9 de marzo de 1978, as. 106/77, entre otros pronunciamientos. 

				

				
					73	 En la sentencia SACE, de 17 de diciembre de 1970, as. 33/70, el máximo tribunal ya había afirmado que “…debe tenerse en cuenta no sólo la forma del acto de que se trata, sino también su esencia, así como su función en el sistema del Tratado” al momento de determinar su efecto directo, generador de derechos a favor de los particulares que los órganos jurisdiccionales deben tutelar. El tribunal afirma que las disposiciones aplicables del tratado constitutivo en cuestión no subordinaban la obligación inherente a los Estados miembros a acto alguno de derecho interno o de las instituciones comunes, por lo que por su naturaleza y por tratarse de una obligación clara y precisa la prohibición establecida por ella se presenta como apta para producir efectos directos en las relaciones entre los Estados miembros y sus particulares, y genera derechos que los órganos jurisdiccionales deben proteger. Por otra parte, el máximo tribunal sostuvo que las obligaciones de las Directivas luego de las fechas límites establecidas para el cumplimiento de las mismas no afectan solamente a las relaciones entre la Comisión Europea y los Estados miembros, sino que sus consecuencias jurídicas pueden ser invocadas tanto por los demás Estados miembros interesados como por los particulares, cuando por su naturaleza la disposición es directamente aplicable, para lo que “…debe tenerse en cuenta no sólo la forma del acto de que se trata, sino también su esencia, así como su función en el sistema del Tratado”; si la disposición resulta directamente aplicable, genera a favor de los particulares derechos que los órganos jurisdiccionales estar obligados a tutelar. En el caso en cuestión, tanto las disposiciones del tratado constitutivo como de la Directiva poseían efectos directos a favor de los particulares y se reputaron como eficaces en las relaciones entre el Estado miembro destinatario y particulares.

				

				
					74	 La postura consagrada lo fue en abierta oposición a la tesis sostenida por Alemania que negaba en términos absolutos la posibilidad de que otros actos normativos gozaran de efecto directo, por cuanto tal atributo correspondía en exclusiva a los Reglamentos en función del texto legal. El máximo tribunal sí encontró apoyo en las posturas de la Comisión Europea y del Abogado General ROEMER, quienes coincidieron en sostener que si bien los sujetos directamente obligados por los estos actos normativos del derecho de integración derivado de la Unión Europea son los Estados miembros, en aquellos casos en los cuales se les imponga un comportamiento que no permita a ellos ningún margen de apreciación, y siempre que se trate de disposiciones unívocas e incondicionadas, también existen efectos reflejos a favor de los particulares, por lo que en su carácter de beneficiarios pueden ejercitar sus pretensiones ante los tribunales o jueces nacionales, al igual de que si tratara de normas del Tratado.

				

				
					75	 En el caso concreto, el máximo tribunal entiende que la disposición en cuestión establece una obligación para el Estado miembro no sujeta a condición, clara y precisa, por lo tanto apta para producir efecto directo para los particulares, generando a favor de ellos la posibilidad de invocar la disposición ante los jueces o tribunales nacionales, lo cual importa una extensión de lo que ya había establecido respecto a las normas los tratados constitutivos. 

				

				
					76	 Con relación a la exigencia de precisión y a modo ilustrativo, se puede citar lo expresado por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su sentencia Klattner c. Elliniko Dimosio, de 29 de mayo de 1997, as. C-389/95, oportunidad en la que afirmó que una disposición “...es lo suficientemente precisa para ser invocada por un justiciable y aplicada por el juez cuando establece una obligación en términos inequívocos”. 

				

				
					77	 Respecto a la exigencia de incondicionalidad y también a modo ilustrativo, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su sentencia Lütticke c. Comisión, de 1 de marzo de 1966, as. 48/65, estableció que esta característica se presenta cuando la “...obligación no sometida a condición ninguna ni, con respecto a su aplicación o efectos, sujeta a la adopción de ninguna medida por parte de las Instituciones comunitarias ni por parte de los Estados miembros”. 

				

				
					78	 Se excluye expresamente el requisito de claridad de las normas comunes, puesto que si bien originariamente este requisito había sido establecido por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, posteriormente se observa una marginación o exclusión intencional del mismo justificada en el hecho de que constituye una función propia de los órganos jurisdiccionales resolver las eventuales oscuridades que puedan presentar las normas jurídicas al aplicar el derecho. En apoyo de esta argumentación, desarrollada con posterioridad en el marco de este trabajo, R. ALONSO GARCÍA, en ALONSO GARCÍA, R.: Derecho Comunitario, Derechos Nacionales y Derecho Común Europeo, Editorial Civitas S.A. y Fundación Universidad-Empresa, 1997, Madrid, España, pág. 118 y sig.

				

				
					79	 Respecto a lo afirmado ut supra, entre otros pronunciamientos, cabe destacar a modo ilustrativo la sentencia Skatter c. Estado Helénico, de 29 de mayo de 1997, as. C-389/95. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea a lo largo de su jurisprudencia interpretó de manera flexible ambos requisitos, vinculando sus características; por otra parte, cabe mencionar que ambos requisitos son reconducidos por parte de algún sector de la doctrina especializada al denominado criterio de justiciabilidad por parte de los órganos jurisdiccionales competentes, lo que implica según esta interpretación que las normas son incondicionales y suficientemente precisas en aquellos casos en los que la literalidad de las mismas permita su aplicación por parte de aquellos. Dentro de esta posición J. M. FERNÁNDEZ MARTÍN, en FERNÁNDEZ MARTÍN, J. M.: “El efecto directo de las directivas y la protección de los derechos subjetivos comunitarios en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia. Intento de sistematización”, en Noticias de la Unión Europea, Abril 1996, nro. 135, España, pág. 17 y sig. 

				

				
					80	 El Tribunal de Justicia de la Unión Europea confirmó lo expresado ut supra en oportunidad de dictar diversos pronunciamientos. A título ilustrativo, en la sentencia Politi, de 14 de diciembre de 1971, as. C-43/71, sostuvo respecto a los Reglamentos que “…Por razón de su misma naturaleza y de su función en el sistema de fuentes del derecho comunitario, produce efectos inmediatos y es, como tal, apto para conferir a los particulares derechos que las jurisdicciones nacionales tienen la obligación de proteger”. Asimismo, en su sentencia Administration des Finances de l’ Etat c. Société Anonyme Simmenthal, de 9 de marzo de 1978, as. 106/77, afirmó que aplicabilidad directa “…significa que las normas de derecho comunitario deben surtir plenamente efecto, de una manera uniforme en todos los Estados miembros, a partir de la fecha de su entrada en vigor y durante todo el período de validez, que por tanto son fuente inmediata de derechos y obligaciones para todos aquellos a quienes afectan, ya se trate de Estados miembros o de particulares que sean parte en relaciones jurídicas sometidas al Derecho comunitario”. 	

				

				
					81	 Aunque cabe aclarar que J. PUENTE EGIDO reserva para la característica señalada la expresión aplicabilidad inmediata, equiparando la misma con la noción de integración automática, para hacer posteriormente una equiparación similar entre la nociones de aplicabilidad directa y efecto directo; en PUENTE EGIDO, J.: Lecciones de Derecho Internacional Público (Vol. II), Editorial EDISOFER S.L., 1999, Madrid, España, pág. 176. Por su parte, C. MOLINA DEL POZO, hace referencia a la aplicabilidad directa como la ausencia de intervención estatal para la inserción de las normas en el derecho interno de los Estados miembros; en MOLINA DEL POZO, C.: Manual de Derecho de la Comunidad Europea, Editorial Dijusa, 2002, Madrid, España, pág. 524 y sig.

				

				
					82	 La utilización de estos términos por parte del Tribunal de Justicia de la Unión Europea a lo largo de su jurisprudencia no es uniforme ni dotada de un grado de claridad suficiente; como bien señala parte de la doctrina especializada “...la regla general en la jurisprudencia del TJCE ha sido utilizar ambos términos con bastante menos rigor del observado en la doctrina”; R. ALONSO GARCÍA, en ALONSO GARCÍA, R.: Derecho Comunitario, Sistema Constitucional y Administrativo de la Comunidad Europea, Editorial Centro de Estudios Ramón Areces S.A., 1994, Madrid, España. Confirmando lo expuesto y a título meramente ejemplificativo, cabe mencionar que el máximo tribunal distinguió ambos conceptos en la ya citada sentencia Galli, de 23 de enero de 1975, as. 31/74, entre otras; no efectuó distinción alguna en la sentencia Bussone, de 30 de noviembre de 1978, as. 31/78; y unificó ambos términos utilizándolos como sinónimos en la sentencia Defrenne I, de 8 de abril de 1976, as. 43/75, en la sentencia Yvonne van Duyn c. Home Oficce, de 4 de diciembre de 1974, as. 41/74, en la sentencia Pigs Marketing Board c. Raymond Redmond, de 29 de noviembre de 1978, as. 83/78, y en la sentencia Ministére Public c. Tullio Ratti, de 5 de abril de 1979, as. 148/78. En coincidencia con lo expresado, E. SORIANO, en SORIANO, E.: Reglamentos y Directivas en la jurisprudencia comunitaria, Editorial Tecnos, 1988, Madrid, España, y M. MATA SIERRA, en MATA SIERRA, M.: El efecto directo de las Directivas en la jurisprudencia comunitaria y española, Editorial Tecnos, 1994, Madrid, España. Asimismo, la referida falta de claridad puede observarse en documentos emanados de otras instituciones comunes, a título de ilustrativo, en documentos de la Comisión Europea se equipara aplicabilidad directa con efecto directo, al definir la primera, sin las aclaraciones procedentes, como la aptitud del derecho común por la que este “…confiere derechos e impone obligaciones directas, además de a las Instituciones de la Unión Europea y a los Estados miembros, también a los ciudadanos de la Unión”; COMISIÓN EUROPEA: El ABC del Derecho de la Unión Europea, Oficina de Publicaciones Oficiales de la Unión Europea, 2011, Luxemburgo, Luxemburgo, pág 129. Por último, lo indicado no quita que en doctrina numerosos autores también utilicen como sinónimos las expresiones aplicabilidad directa y efecto directo para hacer referencia a lo que en el contexto del presente trabajo se denomina efecto directo; entre ellos, J. M. TRAYTER, en TRAYTER, J. M.: “La jurisprudencia del Tribunal Supremo sobre la aplicabilidad directa de las Directivas”, en Noticias de la Unión Europea, Julio 1997, nro. 150, España, pág. 113 y sig.

				

				
					83	 En la misma línea de razonamiento expuesta puede citarse lo expresado por el Abogado General WAGNER, quién en oportunidad de su actuación en la sentencia Galli, de 23 de enero de 1975, as. 31/74, destacó que determinados aspectos de un Reglamento pueden no producir efecto directo, al igual que ocurre con ciertas leyes internas de los Estados miembros, afirmando en concreto que de la aplicabilidad directa “...no se sigue que cada disposición de un Reglamento confiera derechos a los ciudadanos de cada Estado, que puedan ejercitar ante sus respectivos Tribunales... pueden tener efecto directo… sólo si satisfacen las exigencias establecidas por el Tribunal de Justicia, es decir, que sean claras, incondicionales y que no exijan de ninguna actuación legislativa de desarrollo”.

				

				
					84	 Sobre el aspecto aludido se expresa J. WINTER, en WINTER, J.: “Direct applicability and direct effect: two distinct and different concepts in Community Law”, en Common Market Law Review, 1972, no. 4, pág. 425 y sig. 

				

				
					85	 La salvedad efectuada responde a que, como se analiza en profundidad en otros apartados del presente trabajo, si bien las Directivas no están llamadas a contar con la aludida capacidad material en función a su naturaleza vinculada a establecer los resultados a alcanzar dejando libertad a los Estados miembros en cuanto a las formas y los medios al efecto, pueden darse casos en lo que esta capacidad material se presente, ya sea en todo su contenido o en disposiciones concretas dentro de las mismas, lo que da lugar a la aplicación de su efecto directo respecto de los particulares. 
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